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Introducción 
 
"La violencia contra la mujer es quizás la más vergonzosa violación de los 
derechos humanos. No conoce límites geográficos, culturales o de riquezas. 
Mientras continúe, no podremos afirmar que hemos realmente avanzado hacia la 
igualdad, el desarrollo y la paz." (Desarrollo, 2009) 
 
La violencia contra la mujer adopta formas diversas, incluidos la violencia en el 
hogar; las violaciones; la trata de mujeres y niñas; la prostitución forzada; la 
violencia en situaciones de conflicto armado, como los asesinatos, las violaciones 
sistemáticas, la esclavitud sexual y el embarazo forzado; los asesinatos por 
razones de honor; la violencia por causa de la dote. 
  
La Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en 1993, demuestra el reconocimiento 
y la comprensión internacionales de que la violencia contra la mujer es una 
violación de los derechos humanos y una forma de discriminación contra la mujer. 
 
En cuanto a la mujer proletaria o trabajadora, ha sido por un lado madre y por el 
otro jefe de familia, maltratada por el hombre y aun por sus familiares de este, 
sorteando toda clase de peligro y maltratos, hasta el punto de ser confinada a 
trabajos de maquila mal pagados y generalmente abusada sexualmente por 
patronos y jefes y aun por los propio compañeros de trabajo. 
 
Familia es la institución social básica de nuestra sociedad, basada en la unión de 
pareja, los vínculos sanguíneos y afines, así como los lazos emocionales de un 
grupo de personas que conviven de manera permanente bajo un mismo techo. El 
estado ha variado su función en relación a la familia y ha contemplado por los 
menos la normativa el deber jurídico hasta esta institución, tiene pues el deber y el 
derecho de participar e intervenir en algunos casos en las instituciones familiares 
  
sin violar la privacidad a como lo menciona el articulo 26 de la Constitución Política 
de la Republica de Nicaragua, estableciendo también el deber del Estado de 
tutelar por la familia. 
 
Dentro del contexto histórica de Nicaragua la mujer se ha visto como una víctima 
vulnerable con el avance del tiempo, por que como existe la ideología entre los 
hombres que las mujeres les pertenecen que ellos son sus dueños se dan a creer 
que tienen que ser víctimas de violencia cuando no hacen caso o cuando cometen 
una acción no agradable ante la vista de los hombres, no teniendo en cuenta que 
dentro del hogar quienes son más afectados por este fenómeno son los hijos 
quienes lo toman como ejemplo y esta violencia se convierte en una cadena 
común que nunca se acaba. 
 
Cuando existe un acto de violencia contra la mujer hay que destacar que las 
consecuencias más importante que estas dejan son las secuelas físicas y 
psicológicas y en muchos casos la muerte de la víctima, observando que dentro 
de nuestra sociedad las instituciones del Estado no dan una salida a estos 
problemas y no prestan la atención debida a las víctimas que buscan ayuda para 
salir de una vida de maltrato ya que en muchos casos las medidas impuestas sea 
por un juez o por la policía no se llegan a cumplir a como su respectiva normativa 
lo indica. 
 
Para que en Nicaragua se trate de eliminar de una vez por toda con la violencia 
hacia la mujer es importante que los legisladores tomen en serio su trabajo y 
aprueben de una vez el dictamen de Ley integral contra la violencia hacia la mujer 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, ya que sería 
esta la primera Ley en Nicaragua que protegerá los derechos de las mujeres y con 
la que se pretende sancionar a los agresores y darle justicia a las mujeres, ya que 
vivir libre de violencia es un derecho universal de las mujeres.  
 
 
  
La presente monografía abarca las diferentes metodología que sobre salen en 
nuestro trabajo como son la analítica y la descriptiva. 
 
Analítica: se valoran los diferentes instrumentos jurídicos nacionales e 
internacionales vigentes sobre la materia. Analizando los principales problemas 
alrededor de este tema, dando una solución o estrategia que reduzcan esta 
problemática. 
 
Descriptiva: partiendo de distintos criterios y definiciones que abarcan el problema 
de violencia hacia la mujer, lo cual deberá describir y trazar las líneas sobre el cual 
gira nuestro presente trabajo. 
 
Haciendo análisis a los principales delitos y penas, así como a las medidas de 
protección y emergencia que están contemplados en el dictamen de Ley integral 
contra la violencia hacia la mujer, tomando en cuenta las leyes que regulan la 
violencia intrafamiliar. 
 
Así mismo el estudio de Derecho Internacional referente a la protección de la 
mujer en los países como El Salvador y Costa Rica que permite valorar el avance 
o retardo que podemos tener en esta materia en nuestro ámbito nacional. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
CAPITULO I. TIPOS DE VIOLENCIA  HACIA LA MUJER EN NICARAGUA 
 
Introducción 
 
Violencia hacia la mujer es aquella que se debe entender no solo como una 
ofensa a la dignidad humana sino también como una manifestación de poder 
históricamente hablando de desigualdad entre el hombre y la mujer, trayendo 
como consecuencias jurídicamente hablando los ciclos negativos a la vida de la 
mujer ocasionando el impedimento del ejercicio libre de sus derechos políticos, 
económicos, cultural y familiar constituyendo una violación a la declaración 
universal de los derechos humanos donde estos son inalienables, integrantes e 
indivisibles, donde el Estado tiene como principal responsabilidad no alentar todo 
tipo de acto de violencia contra la mujer  
 
Dentro de este ámbito se debe entender también como violencia la física, 
psicológica, sexual, laboral, patrimonial y económica y la de genero la cual cada 
una tiene una característica que se identifican un tipo de violencia de otra. Las 
más comunes dentro del ámbito social son la violencia física, violencia psicológica 
y la violencia sexual siendo estas las cuales puede ser ejercitada no solo por el 
cónyuge sino también por novios y ex parejas.  
 
Según Cabanellas (Torres, 2006) la violencia contra la mujer es la ejecución 
forzosa de algo, con independencia de su legalidad o ilicitud, donde la violencia 
contra las mujeres predomina no solo por la desigualdad socio-sexual sino por la 
opresión, subordinación y la justicia. 
 
Históricamente en Nicaragua se ha incrementado los casos de violencia, donde 
los registros de instituciones públicas y organizaciones sociales han indicado que 
los últimos años se ha incrementado la tasa de denuncias por violencia, dando 
como resultado el alto nivel de asesinatos de mujeres donde solo se da a conocer 
  
una parte de la gravedad del problema presentado donde muchas mujeres son el 
objetivo principal de su agresor por la contextualización de que la mujer es el sexo 
débil y que el hombre es la representación del núcleo familiar. 
 
En el artículo 3 de la ley de igualdad de derechos y oportunidades (Nacional, 
2008) se define la violencia contra la mujer como todo acto de acción u omisión, 
basada en su género donde trae como consecuencia la muerte, daño, sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, ya sea que el hecho sea realizado dentro 
del ámbito público o privado. 
 
Los instrumentos o resoluciones internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por Nicaragua, así como las normas constitucionales, que consagran el 
derecho de las mujeres y de las niñas nicaragüenses a vivir una vida libre de 
violencia, que incluye el derecho a ser valoradas y educadas libre de patrones 
estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en 
conceptos de inferioridad o subordinación, pero dentro del orden jurídico nacional 
no se ha desarrollado una implementación constitucional de las normativas 
internacionales. 
 
La ley 423 del Ministerio de salud (Nacional, 2008) determina en su artículo 28 la 
responsabilidad de este ministerio en contribuir a la disminución sistemática del 
impacto que la violencia ejerza sobre la salud. 
 
1. Violencia Intrafamiliar 
 
Dentro del contexto social este tipo de fenómeno es muy común ya que hablando 
históricamente en Nicaragua este tipo de violencia es uno de los mayores 
generadores de inestabilidad emocional y física que se presenta desde la 
adolescencia hasta la etapa adulta donde mayor mente afecta el desarrollo 
humano e incidiendo en bajo autoestima. 
 
  
La ley 641 Código Penal en su artículo 155 define la violencia intrafamiliar como el 
acto que ejerza cualquier tipo de fuerza, violencia o intimidación física o psíquica 
contra quien sea o haya sido su cónyuge o conviviente en unión de hecho estable 
o contra la persona a quien se halle o hubiere estado ligado de forma estable por 
relación de afectividad, o sobre las hijas e hijos propios, del cónyuge o del 
conviviente fuera de los casos del derecho de corrección disciplinaria, o sobre 
ascendientes o discapacitados que convivan con él o con ella, o que se halla 
sujeto a la patria potestad, tutela o guarda de uno u otro y que ocasiona, lesiones 
leves, graves y gravísimas. (Nacional, Codigo Penal de la Republica de Nicaragua, 
2009). 
 
Siendo esta la forma mas común de violencia dentro del hogar, donde la mujer 
tiene la mayor posibilidad de ser golpeada, violada o asesinada por su pareja 
actual o ex cónyuge, esto ha propiciado llegar hasta la tortura, donde se define 
como las lesiones ocasionadas a la salud psicológica y la integridad de su cuerpo, 
junto con las humillaciones y que la violencia física, es donde no existe respeto 
hacia los integrantes del núcleo familiar. 
 
El reconocimiento de la violencia ha sido históricamente silenciado alrededor del 
mundo como es el caso de Nicaragua, como en la era romana donde se conocía 
la Ley de las XII Tablas donde el padre o paterfamilias era el que tomaba las 
decisiones del conjunto familiar, incluso se le permitía vender a los hijos, 
empleados y ganados. Cuando paterfamilias moría su sucesor era el que venía a 
continuar el legado y representación de la familia. 
 
La violencia en su contexto exacto es toda acción u omisión cometida por algún 
miembro de la familia en relación de poder, sin importar el espacio físico donde 
ocurra, donde perjudica el bienestar, integridad física, psicológica o la libertad, asi 
como el derecho al pleno desarrollo de otro miembro de la familia. (Mujer, 2000) 
La violencia intrafamiliar lleva consigo tres aspectos importantes de los tipos de 
abuso que existen dentro de esta clasificación, como es la violencia física donde 
  
agredir físicamente a una persona con golpes, cachetada, humillaciones, quemar y 
dejar caer líquidos inflamables al cuerpo de la víctima. Se encuentra también 
dentro de este círculo la violencia psicológica donde se da como reacción una 
agresión que puede ser de tipos verbales, amenazando a la víctima, 
ridiculizándola frente a sus amistades, discriminar su aspecto y su estima, donde 
esta se llega a encontrar en todo tiempo presente determinándose a través de un 
proceso de evaluación de las etapas psicológicas y físicas para poder lograr que 
esa marcas desaparezcan con el tiempo, pero hay que aclarar el mayor golpe esta 
en los sentimientos y autoestima de la persona y no físicamente hablando ya que 
este se borra con el tiempo incluso nunca llega a desaparecer, hay que recordar 
que también existe la violencia sexual donde es el sometimiento de relaciones 
sexuales forzadamente con el agresor o con otra persona a la vista del agresor, 
donde el tipo jurídico a proteger es la dignidad de la mujer. 
 
Según estadísticas de la comisaria de la mujer y la niñez en el 2010, se registro un 
incremento del 9% de 3004 denuncias de violencia intrafamiliar y sexual, respecto 
al 2009 de 13712 caso remitidos al ministerio publico el 80% son aceptados y 
tipificados como faltas contra la integridad a pesar de existir una unidad de delitos 
contra la violencia de género. 
 
En el antiguo Código Penal es decir la Ley 230 cuando una mujer era víctima de 
violencia intrafamiliar permitía a la Policía Nacional entrar al hogar sin ningún tipo 
de orden del juez, ordenando asi que el agresor se encontrara a cien metros de la 
casa de la víctima o su trabajo para garantizar la seguridad, pero esto cambio con 
la entrada en vigencia de nuestro Nuevo Código Penal la Ley 641, donde la policía 
ya no tiene la potestad de entrar al hogar sin una orden del juez ya que si 
realizaba dicho acto estarían violando los derechos humanos. 
 
En la Ley 230 se estipulo que para prevenir y sancionar la violencia intrafamiliar 
incluir el delito de lesiones psicológicas cuando existía maltrato o violencia verbal, 
  
en nuestro nuevo código este tipo de sanción no esta vigente ya que fue 
reformada por lesiones leves, graves y gravísimas. 
 
No puede seguir tipificando la violencia intrafamiliar dentro de un capitulo de 
lesiones y riñas tumultuarias, porque esto va en relación del tipo de lesiones, en 
muchos casos cuando las lesiones son leves se determinan como agresiones 
contra las personas cuando una cosa no tiene que ver con otra porque cuando se 
determina agresiones es por una riña a como el capitulo esta definido y violencia 
intrafamiliar se da dentro del núcleo familiar. 
 
Nuestro Articulo 111 de la Ley 641 Código Penal de la República de Nicaragua 
determina once tipos de medidas de protección de urgencia cuando estamos ante 
un caso de violencia y cuando esta ha sido denunciada ante las autoridades 
correspondientes, pero esto no quiere decir que el agresor no cumpla con sus 
obligaciones de manutención cuando existen hijos dentro de la relación como 
determina el artículo 217 de Nuestro Código Penal Vigente donde se castiga con 
seis meses a dos años de cárcel a los padres que no cubran las necesidades de 
sus hijos. 
 
1.2 Violencia Física 
 
Esta se debe entender como un método de control e influencia para reflejar el 
grado de superioridad que el hombre ha ejercido sobre la mujer, es decir la 
víctima, no solo puede ser realizada por parejas actuales dentro de este círculo se 
encuentran ex parejas, familiares, novios, compañeros en unión hecho estable, 
pero para que pueda existir este tipo de violencia siempre existe un lapso amoroso 
y afectivo, siempre representando una buena imagen ante la sociedad, teniendo 
en cuenta que se consideran seductores y atractivos en los espacios sociales. 
 
Según el Código Penal de España en su artículo 153 que fue modificado por la 
Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre y por Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
  
diciembre (Madrid, 2005) determina que por cualquier medio o procedimiento 
causare a otro menoscabo psíquico o una lesión no definidos como delito en este 
Código, o golpeare o maltratare de obra a otro sin causarle lesión, cuando la 
ofendida sea o haya sido esposa, o mujer que esté o haya estado ligada a él por 
una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o persona especialmente 
vulnerable que conviva con el autor, será castigado con la pena de prisión de seis 
meses a un año o de trabajos en beneficios de la comunidad de treinta y uno a 
ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y porte de armas 
de un año y un día a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime 
adecuado al interés del menor o incapaz, inhabilitación para el ejercicio de la 
patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento hasta cinco años. 
 
Dentro del Código de la Niñez y la Adolescencia de la República de Nicaragua Ley 
287 (Nacional, Codigo de la niñez y la adolescencia, 1998) habla en su artículo 80 
que cuando la autoridad administrativa tuviere conocimiento que por algún medio 
o circunstancia algún niño, niña o adolescente se encuentra dentro de un abuso 
de autoridad como esta establecido en el artículo 76 de la misma ley, se iniciara 
una investigación, aplicando el artículo 85 que las personas que por acción u 
omisión realicen maltrato, violencia o abuso físico, psíquico o sexual estarán 
sujetos a las sanciones penales que la ley establece. 
 
Ocurre cuando una persona que esta en una relación de poder con respecto a 
otra, le infringe un daño no accidental, por medio del uso de la fuerza física o 
mediante el uso de algún tipo de armas que puede provocar o no lesiones 
externas, internas o ambas, o lesiones en la autoestima. El castigo repetido no 
severo también se considera violencia física. (Mujer, 2000) 
Las características de este tipo de violencia son las actitudes socioculturales como 
las desigualdades de género, condiciones sociales, relaciones conyugales, 
conflictos familiares, trastornos psicopatológicos, abuso de alcohol y drogas, y los 
aspectos biográficos como personalidad, historia de abusos.  
  
En una estadística realizada para la determinación de la magnitud de la violencia 
física y sexual en Nicaragua se determino que de cada cien mujeres sesenta han 
sido víctimas de algún tipo de violencia física, sexual o psicológica. El tipo de 
violencia más frecuente dentro de esta encuesta es el abuso conyugal que 
represento el 75% de los casos que se analizaron y fueron tomados en cuenta 
para la realización de esta encuesta, así como la determinación que de cada cien 
mujeres que se encuentran casadas o unión hecho estable indicaron que 
cincuenta y dos mujeres padecieron de algún tipo de violencia de parte de su 
esposo o compañero, asi como el 70% de los casos de violencia recibidos fueron 
clasificados como severos (Quezada, 2000) 
1.3 Violencia Psicológica 
Este tipo de violencia tiene como principal reacción desestabilizar emocionalmente 
a una persona, afectando su tranquilidad emocional, como resultado del 
desequilibrio ocasionado por su agresor, es decir, cuando una persona se da 
cuenta de la situación es porque esta ya se ha desarrollado ya que lo esencial es 
que no esta acompañada de daños físicos, dando los primeros signos como la 
depresión, comienza a distanciarse de su amistades y no llegar a tener contacto 
con su familiares. 
 
El proceso de violencia psicológica en que consiste el acoso moral laboral se 
define por una serie de actos persistentes y recurrentes que solo considerados en 
su conjunto pueden ser reveladores del hostigamiento, el maltrato y la puesta en 
peligro o, en su caso, daño efectivo a la salud. 
 
El maltrato psicológico se basa en comportamientos intencionados, ejecutados 
desde una posición de poder y encaminados a desvalorizar, producir daño 
psíquico, destruir la autoestima y reducir la confianza personal. Su padecimiento 
lleva a la despersonalización, al mismo tiempo que genera dependencia de la 
persona que los inflige. El maltratador se vale para ello de insultos, acusaciones, 
  
amenazas, críticas destructivas, gritos, manipulaciones, silencios, indiferencias y 
desprecios 
La violencia psicológica, conocida también como violencia emocional, es una 
forma de maltrato, por lo que se encuentra en una de las categorías dentro de la 
violencia doméstica. La intención que trae consigo la violencia psicológica es 
humillar, hacer sentir mal e insegura a una persona, deteriorando su propio valor. 
Difiere del maltrato físico ya que éste es sutil y es mucho más difícil de percibirlo o 
detectarlo. Se manifiesta a través de palabras hirientes, descalificaciones, 
humillaciones, gritos e insultos. (Cardiel, 2011) 
Es toda acción y omisión que dañe la autoestima, la identidad o el desarrollo de la 
persona. Incluye los insultos constantes, la humillación, el no reconocer aciertos, 
el chantaje, la degradación, el ridiculizar, rechazar, manipular, amenaza, entre 
otros. (Mujer, 2000) 
 
Una rama existente de esto es el acoso psicológico, que es una forma de violencia 
que se da sobre una persona directamente, como una estrategia existiendo una 
metodología y un objetivo para lograr la destrucción del autoestima de la victima, a 
través de las amenazas, injurias, calumnias que llegar a que la víctima no continúe 
con su rutina diaria incluso el abandono de su trabajo porque se siente que no es 
capaz de realizar las tareas encomendadas por su jefe 
 
1.4 Violencia sexual 
 
Es todo acto en el que una persona obtiene el placer sexual mediante el desarrollo 
de poder y por medio de violencia física, coerción o intimidación psicológica. Es el 
hecho que obliga a una mujer a participar en interacciones sexuales que propicie 
en su vida intimidación o ejecute un acto sexual contra su voluntad: actos que se 
dan en el ámbito privado como en el público, son los siguientes: violación mental, 
abuso sexual, abuso infantil, incesto, acoso sexual y chantaje. (Cenidh, 2002) 
 
  
La violencia sexual es definida en el dictamen de la ley integral de violencia hacia 
la mujer como toda acción que obliga a una persona a mantener contacto sexual, 
físico o verbal, o bien participar en otras interacciones sexuales mediante el uso 
de la fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza o 
cualquier otro mecanismo que anule o limite la voluntad o su libertad sexual, 
independientemente que la persona agresora pueda tener con la mujer una 
relación conyugal, de pareja, efectiva o de parentesco.  
 
Abuso Sexual: Esta tipificado como delito en el articulo 172 del Código Penal 
Nicaragüense y definido como el hecho que realiza una persona a otra mediante 
actos lascivo o lúbricos tocamientos sin su consentimiento, u obligue a que lo 
realice, haciendo uso de la fuerza, intimidación u cualquier otro que la prive de 
voluntad, razón o sentido, o aprovechando su estado de incapacidad para resistir, 
sin llegar al acceso carnal u otras conductas prevista en el delito de violación.  
 
Esta figura del abuso sexual es común y se menciona como uno de los tipos de 
violencia existente porque realmente se da con bastante frecuencia dentro de los 
hogares; las personas mujeres victima de abuso sexual han permitido que se 
realice este acto ilícito con ellas porque no son capaces de denunciar estos 
hechos en las entidades publicas y privadas, ya que son amenazadas e 
intimidadas por los abusadores. 
 
Abuso sexual Infantil: Se conoce como todo acto o actos de naturaleza sexual 
impuesto por un adulto a un niño que por su condición de tal, carece de desarrollo 
maduracional, emocional y cognitivo para dar consentimiento acerca del o los 
actos en cuestión. La habilidad para engañar al niño o niña en una vinculación de 
tipo sexual, esta basada en la posición dominante y de poder que tiene la persona 
adulta sobre ellos y que contrasta con los aspectos de vulnerabilidad y 
dependencia que estos tienen. Autoridad y poder son, entonces, los dos 
elementos que permiten al abusador coercionarles implícita o directamente para 
lograr sus propósitos sexuales (Mujer, 2000)  
  
 
El abuso sexual a menores de edad tiene cierta relación con las actitudes y 
comportamiento que una persona adulta realiza para su propia satisfacción sexual, 
con una niña, niño o adolescente, empleando la manipulación emocional como 
chantajes, engaños, amenazas, etc.; y en algunos casos la violencia física. Los 
abusos sexuales contra las niñas abarcan comportamiento de los hombres como 
los de exhibirse desnudo delante de la menor con el fin de excitarse sexualmente, 
también se da cuando los hombres observan a una niña vestirse, desvestirse o 
bien cuando la menor se encuentra en el baño, etc. (Violencia contra las mujeres, 
2003). 
 
Incesto: Esta penado por el Código Penal Nicaragüense en el articulo 173 y 
definido por la relación existente entre las personas que conociendo las relaciones 
consanguíneas que lo vinculan y mediante consentimiento, tenga acceso carnal 
con un ascendiente, descendiente, o colateral dentro del segundo grado de 
consanguinidad y esa persona sea mayor de 18 años de edad.   
 
Como se puede observar el delito del Incesto que también es un tipo de violencia 
este solamente se realiza cuando es cometido por personas con relaciones 
consanguíneas dentro del segundo grado de consaguinidad, es decir, que este 
tipo de violencia se puede dar entre primos, tíos y sobrinas, sobrinas y tíos, del 
abuelo a su nieta, etc. siempre y cuando estos tengan un cierto grado de 
consanguinidad, este delito denominado Incesto se puede dar aunque exista el 
consentimiento porque lo que la ley pretende castigar es el delito o el abuso que 
se comete entre personas con las mismas relaciones consanguíneas. 
 
Acoso Sexual: Esta delineado y penado en nuestro Código Penal Nicaragüense en 
el articulo 174, hacia aquellas personas que valiéndose de su posición de poder, 
autoridad o superioridad demande, solicite para si o para un tercero, cualquier acto 
sexual a cambio de promesas, explicitas o implícitas, de un trato profesional o de 
amenazas relativas a la actual o futura situación de la victima.  
  
 
Esto se refiere a que existe acoso sexual cuando una persona valiéndose de su 
poder de superioridad sobre la victima le solicite, le pida o le exija un acto sexual 
para el o bien para una tercera persona, a cambio de ofertas para un mejor nivel 
de la victima, o bien puede suceder entre el gerente de una empresa y su 
secretaria a quien le exija cualquier acto sexual, el cual podría ser mediante una 
promesa de aumento de sueldo o bien mediante la amenaza del despido.     
 
El Acoso Sexual lo definimos como una medida que comprende todo 
comportamiento sexual considerado ofensivo y no deseado por la persona 
acosada desarrollada en distintas áreas como en la laboral, docente u otras 
similares, utilizando una situación de superioridad o compañerismo y que resulta 
en sus condiciones de trabajo, creando un entorno laboral incompatible, 
intimidatorio o humillante.  
 
Chantaje: Es tipificado y penado en nuestro Código Penal Nicaragüense vigente 
en el artículo 185 en el que se castiga a todas aquellas personas que valiéndose 
de amenazas de imputaciones contra el honor o el prestigio, violación o 
divulgación de secretos, con perjuicio en uno u otro caso para el ofendido, su 
familia o la identidad que represente o en que tenga interés, obligue a otro hacer o 
no hacer algo contra otra persona.   
 
Si bien es cierto el chantaje esta castigado en el Código Penal Nicaragüense 
Vigente para todas aquellas personas que perjudiquen ya sea el honor o prestigio, 
igualmente se castigara aquellas personas que mediante amenaza manifiesten la 
divulgación de algún  secreto en perjuicio del ofendido o su familia. El chantaje es 
una figura que también se puede manifestar como un medio de violación ya que 
mediante chantajes existen victimas a las cuales se les esta acosando o abusando 
sexualmente, donde las victimas tienen que callar ya sea porque el que esta 
cometiendo el delito las tiene extorsionada que si llegaran hablar se les divulgara 
algún secreto ya sea en perjuicio de la victima o bien de su familia.         
  
 
El Plan Nacional para la prevención de la violencia define la violencia sexual como 
todo acto en el que una persona en relación de poder y por medio de la fuerza 
física, coerción o intimidación psicológica, obliga a otra a que ejecute un acto 
sexual contra su voluntad o que participe en interacciones sexuales que propician 
su victimización y de la que el ofensor obtiene gratificación. La violencia sexual 
tiene diferentes expresiones como la violencia en el matrimonio, el abuso sexual 
infantil, el incesto, el acoso sexual y la violencia que incluyen entre otras acciones: 
caricias no deseadas, penetración oral, anal o vaginal con el pene y objetos, 
exposición obligatoria a material pornográfico y exhibicionismo. (Mujer, 2000) 
 
1.5 Violencia Institucional Contra las Mujeres 
 
Este tipo de violencia es delimitada por el dictamen de la Ley Integral de Violencia 
Hacia la Mujer en su artículo 8 inciso C, como aquella realizada por las y los 
funcionarios, profesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano 
o institución pública que tenga como fin retardar, obstaculizar o impedir que las 
mujeres tengan acceso a la justicia o a las políticas públicas. 
   
Según el artículo 42 del dictamen de la Ley Integral de Violencia Hacia la Mujer 
define este tipo de violencia como el acto que realizan todas aquellas personas 
que en el ejercicio de la función pública, independientemente de su cargo, retarde, 
obstaculice, deniegue la debida atención o impida que la mujer acceda al derecho 
de la oportuna respuesta en la institución a la cual esta acude, a los fines de 
gestionar algún tramite relacionados a los derechos que garantiza la misma ley 
integral de violencia hacia la mujer.  
 
Existe Violencia Institucional y es practicada por agentes del Estado en función del 
control social, es además uno de los ámbitos en los que operan con más fuerza 
ciertas representaciones sociales, y se lleva a cabo la violencia cuando los 
funcionarios o bien personal o agentes de cualquier ente público sea cual sea su 
  
motivo retrase la justicia o el acceso a la misma a cualquier mujer que sea víctima 
de violencia y asista a esta entidad pública para interponer su debida denuncia, o 
bien le niegue su derecho de acceso a la justicia, en este caso las instituciones del 
estado quienes están obligados a garantizarles el derecho a la mujeres mas bien 
se los quebrantan por sus propios funcionarios.   
 
La violencia institucional ha generado más violencias en todos los órdenes de la 
vida, incluyendo el campo de las relaciones familiares y comunitarias en donde 
claramente se nota un aumento significativo de la violencia hacia niños y mujeres, 
de violaciones sexuales, expulsiones, así como un incremento de la delincuencia, 
el consumo de alcohol y drogas. 
 
Existe violencia institucional contra las mujeres cuando en todas  las instituciones 
y sus funcionarios violentan los derechos de las mujeres, al no atenderlas de 
manera respetuosa ni dar soluciones a sus problemas.  
 
La atención hacia la violencia contra las mujeres se ha enfocado tradicionalmente 
en escenarios privados; poco se ha hecho en incidencia social o espacios 
académicos en relación a la violencia que ocurre en escenarios institucionales, y 
en particular en el involucramiento de instituciones públicas donde los 
perpetradores pueden ser agentes estatales o cuando el Estado no ha actuado 
para remediar esas violaciones, principalmente en contextos de desigualdad social 
y económica de las víctimas. Asimismo, la violencia puede ser basada en género o 
sexualizada cuando las víctimas se extienden a mujeres. (UN DIÁLOGO 
TRANSNACIONAL SOBRE SEXUALIDAD, VIOLENCIA, REPRODUCCIÓN Y 
DERECHOS HUMANOS, 23- 25 DE FEBRERO, 2011,) 
 
1.6 Violencia Patrimonial y Económica contra la Mujer 
 
En el libro del Cenidh llamado Un Enemigo Desconocido del año 2004, es definida 
la Violencia Patrimonial y Económica contra la mujer como cualquier acción u 
  
omisión que implique perjuicio, pérdida, transformaciones, sustracción, 
destrucción, retención o distracción de objetos, instrumentos de trabajo, 
documentos personales, bienes, valores, derechos o recursos económicos, 
destinados a satisfacer necesidades que conllevan un riesgo de daño inminente 
en la salud física o psíquica o vida de algún miembro de la familia.   
 
El párrafo segundo del dictamen de la Ley integral de violencia hacia la mujer en 
su artículo 8 inciso C, establece que se constituye violencia patrimonial y 
económica cuando todo hombre obtiene el control de los bienes y recursos 
financieros, manteniendo así el dominio sobre la mujer, la negación de proveer los 
recursos necesarios en el hogar, desconocimiento del valor económico del trabajo 
domestico de la mujer dentro del hogar y la exigencia para que abandone o no 
inicie un trabajo remunerado.   
 
El Plan Nacional para la Prevención de la Violencia define como Violencia 
Patrimonial y Económica contra la mujer: todas aquellas medidas u omisiones que 
afectan la sobrevivencia de la mujer y de sus hijas e hijos o el despojo o 
destrucción de sus bienes personales o de la sociedad conyugal. Esto implica el 
riesgo de la pérdida o daños a la casa de habitación, los utensilios y equipamiento 
domestico, la tierra, otros bienes muebles o inmuebles, así como los efectos 
personales de la afectada o de sus hijas e hijos. Incluyendo también la negación a 
cubrir cuotas alimenticias para las hijas e hijos o gastos básicos para la 
sobrevivencia del núcleo familiar. (Mujer, 2000) 
  
La Violencia Patrimonial contra la mujer es distinguida como aquéllas acciones u 
omisiones que afectan la economía de las mujeres, a través de limitaciones 
encaminadas a controlar el ingreso de sus percepciones económicas, en la 
restricción, limitación o negación injustificada para obtener recursos económicos, 
percepción de un salario menor por igual trabajo, explotación laboral, exigencia de 
exámenes de no gravidez, así como la discriminación para la promoción laboral. 
 
  
Este tipo de violencia igualmente se puede ejercer por medio del robo, del fraude y 
por la destrucción de objetos que pertenecen a la mujer. Algunos de los ejemplos 
más comunes son: quitarle las herencias recibidas, destruir sus objetos personales 
(como ropa, joyas, etc.), quitarle su salario, robarle objetos personales o bienes 
inmuebles, vender sus objetos personales o bienes inmuebles sin su 
consentimiento, esconderle su correspondencia o documentos personales, etc. 
 
En conclusión llegamos a la definición que la violencia patrimonial contra la mujer 
es cualquier acción u omisión que implique perjuicio, pérdida, transformación, 
sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, instrumentos de 
trabajo, documentos personales, bienes, valores, derechos o recursos 
económicos, destinados a satisfacer necesidades que conlleven un riesgo de daño 
inminente en la salud física o psíquica o la vida de la mujer o algún miembro del 
grupo familiar.  
 
Mientras que la violencia económica contra la mujer la consideramos como 
aquéllas acciones u omisiones que afectan la economía de las mujeres, a través 
de limitaciones encaminadas a controlar el ingreso de sus percepciones 
económicas, en la restricción, limitación y negación injustificada para obtener 
recursos económicos, percepción de un salario menor por igual trabajo, 
explotación laboral, exigencia de exámenes de no gravidez, así como la 
discriminación para la promoción laboral. 
 
La violencia económica contra la mujer igualmente es realizada por personas 
agresoras que utilizan el dinero como medio para transgredir los derechos de las 
mujeres. Por ejemplo, se ejerce violencia económica en contra de las mujeres, al 
negarle el dinero suficiente para que se satisfagan sus necesidades elementales 
tales como: comer, vestirse, tener actividades de recreación, un lugar digno en 
donde vivir, tener derecho a una clínica de salud en el momento que sea 
necesario, hombres que se niegan a proporcionarle una pensión alimenticia, no 
permitirle trabajar para evitar su autonomía económica, etc. 
  
 
La violencia económica contra las mujeres esta referida para todas aquellas 
formas de agresión que pretenden excluir a la mujer en la toma de decisiones 
económicas como el control de los recursos monetarios y no monetarios, propios o 
ajenos, que ingresan al hogar y que  forman parte del patrimonio de la pareja. 
Como ejemplos nos podemos referir al caso cuando la persona agresora le hace 
creer a la mujer que sin él, ella no podría ni siquiera comer, limitarla con el dinero, 
(por lo que muchas veces las mujeres tienen que hacer verdaderas maravillas 
para que el dinero alcance por lo menos para comer), no reconocerle el trabajo 
doméstico que realiza en el hogar porque esa actividad se considera su 
obligación. 
 
La violencia patrimonial y económica contra las mujeres se produce también 
cuando todo hombre controla el acceso al dinero, bienes muebles e inmuebles por 
diferentes vías, ya sea impidiendo a la mujer que trabaje, obligándola a entregarle 
su dinero o igualmente negándose a pagar la pensión alimenticia para sus hijas e 
hijos. Equivalentemente se da cuando él hombre mantiene el control absoluto de 
las propiedades y bienes que han sido acumulados durante la convivencia de la 
pareja y por lo tanto pertenecen a ambos. (Encuentro, 2009) 
 
1.7 Violencia Laboral contra las mujer 
 
Es toda acción que discrimina a las mujeres en los ámbitos de trabajo público o 
privado y que obstaculiza su acceso al empleo, contratación o salario digno y 
equitativo, ascenso, estabilidad o permanencia en el mismo, exigiendo requisitos 
sobre estado civil, maternidad, esterilización quirúrgica, edad, apariencia física, 
realización de prueba de embarazo o de Virus de Inmunodeficiencia Humana 
VIH/sida u otra prueba sobre la condición de la salud de la mujer.  
 
Según la Abogada y Notario Fabiola Galo en su artículo del periódico de la 
Violencia Laboral hacia la mujer muestra que en el mundo del trabajo la violencia 
  
se manifiesta como abuso de poder para doblegar la voluntad del otro mediante el 
empleo de la fuerza física, psicológica, económica y política. En este sentido, las 
mujeres aparecen como las más afectadas y vulnerables a esta agresión, la 
violencia laboral es toda acción ejercida en el ámbito del trabajo que manifieste 
abuso de poder por parte del empleador, del personal jerárquico, de quien tenga la 
función de mando, de un tercero vinculado directa o indirectamente con él o de 
quien tenga influencias de cualquier tipo sobre la superioridad, donde esta acción 
es ejercida sobre la trabajadora mujer, atentando contra su dignidad, integridad 
física, sexual, psicológica o social, mediante amenazas, intimidación, maltrato, 
persecución, menosprecio, insultos, bromas sarcásticas reiteradas, discriminación 
negativa, desvalorización de la tarea realizada, imposición, inequidad salarial, 
traslados compulsivos y el acoso sexual. (Galo, 2011) 
 
La violencia laboral contra la mujer produce consecuencias físicas y psicológicas 
en sus víctimas, alterando tanto su rendimiento como su integridad social. 
Produciendo un estado de debilidad e inseguridad que es reflejada en cuadros de 
ansiedad, irritabilidad, tensión, depresión, desgano, abulia, incapacidad para 
concentrarse, dolor de cabeza, fatiga crónica, además de enfermedades de origen 
psicosomático como alergias y trastornos gastrointestinales. 
 
Si bien es cierto la violencia hacia la mujer adquiere una relevancia máxima en el 
ámbito intrafamiliar, físico y sexual pero existen otros ambientes en donde la mujer 
es realmente maltratada, ultrajada y humillada me refiero a la violencia laboral de 
la que sufren miles y miles de mujeres nicaragüenses. Es realmente vergonzoso 
que quienes se suponen deben guardar mayor respeto hacia las leyes y derechos 
humanos inalienables sean los primeros en transgredirlos y muchas veces de una 
forma peor que un vulgar delincuente. ¿Cómo podemos calificar a un jefe o 
responsable de una empresa que domina, humilla, discrimina y margina a una 
mujer trabajadora? o cuántas mujeres trabajadoras han sufrido de acoso sexual, y 
cuando la respuesta ha sido negativa los efectos no se hacen esperar, despido o 
degradación laboral o simplemente traslado a áreas que a una no le compete. 
  
 
Si bien es cierto la violencia laboral contra la mujer no cobra vidas a lo inmediato 
pero si a largo plazo, la tensión, el estrés y el maltrato, los insultos, la humillación  
psicológica a la que es expuesta la mujer con el tiempo suma resultados reales, 
enfermedades psicológicas y psiquiátricas, ansiedad, depresión, trauma y del 
pánico hay mujeres quienes han sufrido derrames cerebrales por el maltrato de su 
superior. ¿Y esto quién lo controla? ¿Quién lo ve? ¿Quién lo castiga? 
Es triste saber que la mujer no tenga derecho siquiera a denunciar la violencia 
laboral, primero porque aún no está tipificada y segundo porque ¿cómo probarlo? 
Es la palabra de la mujer victima de violencia contra la palabra del respetadísimo 
jefe, por eso es que debe de haber una ley donde se castigue a los agresores y 
haya justicia para las mujeres en Nicaragua. 
Es verdaderamente alarmante la violencia laboral que existe hacia la mujer y los 
trastornos que causa en ella y la forma en que impacta a nuestra sociedad. Es 
hora que las nicaragüenses despierten del aturdimiento de indiferencia y griten los 
abusos y denigración a los que son sometidas las mujeres. (Galo, 2011) 
En lo correspondiente a las violaciones laborales el Código Laboral de la 
República de Nicaragua establece en su articulo 135 que las violaciones de los 
derechos laborales de los trabajadores niños, niñas y adolescentes serán 
sancionadas con multas de C$ 500 (quinientos córdobas) a C$ 5.000 (cinco mil 
córdobas), impuestas por el Inspector Departamental del Trabajo, en su caso, sin 
perjuicio de las reclamaciones laborales que el niño, niña o adolescente o su 
representante legal puedan presentar ante los juzgados laborales respectivos. 
 
Esto se refiere a que si se comprueba la violación de los derechos laborales de los 
niños, niñas y adolescentes trabajadores, los empleadores serán sancionados con 
una multa impuesta por el Inspector departamental del trabajo, hasta hoy en la 
actualidad nunca hemos escuchado de una multa por este tipo de violación de 
derechos, pasara esto porque los empleadores respetan los derechos de todos 
  
niños, niñas y adolescentes trabajadores o porque los adolescentes trabajadores 
jamás han denunciado la violación de sus derechos laborales ante la inspectoría 
departamental del trabajo. 
  
Por su parte el Código Laboral de la República de Nicaragua establece derechos a 
las mujeres como es el caso del articulo 138 en donde funda que toda mujer 
trabajadora gozará de todos los derechos garantizados en este código y demás 
leyes sobre la materia en igualdad de condiciones y oportunidades y no podrá ser 
objeto de discriminación por su condición de mujer. Su salario estará de acuerdo a 
sus capacidades y al cargo que desempeñe. 
 
En referencia al artículo 139 del mismo Código Laboral de la República de 
Nicaragua este a su vez describe que en el caso del trabajo de mujeres con 
obligaciones familiares, las leyes, convenciones colectivas y reglamentos internos 
podrán prever, atendiendo a las particularidades de la actividad laboral, la 
adopción de sistemas de jornada de trabajo reducida o de tiempo limitado. 
 
Existe también protección de la maternidad para las mujeres trabajadoras donde 
según lo dispuesto en el artículo 140 del Código Laboral de la República de 
Nicaragua se les prohíbe a los empleadores permitir la continuación del trabajo de 
la mujer en estado de gravidez en obras o faenas perjudiciales al mismo. En este 
caso, el empleador deberá facilitarle un trabajo que no altere la normalidad de este 
proceso biológico, sin menoscabo del salario ordinario que tenía antes del 
embarazo. 
 
Una vez concluido éste, el empleador estará obligado a trasladar a la trabajadora 
a su puesto anterior con el salario vigente. 
 
En lo dispuesto en este artículo del Código Laboral llegamos a la conclusión que 
es el más violado porque realmente es engañoso que a una mujer embarazada, el 
empleador le va a permitir la continuidad de sus labores en su empresa 
  
igualmente nunca se cumple con la parte donde se le debe de facilitar a la mujer 
un trabajo donde no se altere el proceso biológico de su maternidad, como 
ejemplo podemos citar el de las famosas zonas franca en donde las mujeres 
laboran de pie todo el día, siendo inadecuado para las mujeres y peor aun cuando 
una mujer se encuentra en estado de gravidez.  
 
1.7 Violencia de género 
Se entiende como todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo 
femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico para la mujer, inclusive las amenazas de tales actos, la 
coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida 
pública o privada. (Unidas, 1994) 
 
Discriminación contra la mujer donde se denotará toda distinción, exclusión o 
restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o 
anular el reconocimiento, goce o ejercicio de la mujer, independientemente de su 
estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural y civil o en cualquier otra esfera. (Unidas, 2005) 
 
Este tipo de violencia es la primera causa de muerte de mujeres, comenzando con 
la violencia verbal, sexual, psicológica, físicas que conlleva la restricción de 
libertad, sencillamente este tipo de violencia se puede definir en pocas palabras 
como la violencia del hombre hacia la mujer y los niños. Esta se distingue de otros 
tipos de violencia ya que se encuentra enraizada en comportamientos prescritos, 
en normas y actitudes basadas en el género y la sexualidad, siendo una coacción 
de jerarquía de poder y desigualdades, presiones, miedos y emociones 
reprimidas. 
 
Dentro de este tipo de violencia contra la mujer, donde ella se encuentra  como el 
sujeto pasivo, existe una distinción entre la mujer maltratada y la que se considera 
  
maltratada es el hecho de estar sometidas a humillación, desprecio, abuso sexual 
y control de su vida por parte de su parejas, sin tener conciencia de la dignidad y 
la igualdad de derecho que tienen, tomando como iniciativa el noviazgo donde la 
violencia se convierte en un mal endémico donde no se distingue estatus social, 
económico y cultural, tanto en ámbito urbano como rural. 
 
Carlos Benitez Villodres considera la violencia de género como una expresión de 
normas y valores históricos y culturales concretos, donde señala la discriminación 
de la mujer por las diferencias de tratos y oportunidades de trabajo entre el 
hombre y la mujer, asi como el control de la socialización de las mujeres, su 
sexualidad y su vida reproductiva. (Villodres, 2007) 
 
En el artículo 494 del Código Penal Vigente establece los crímenes sexuales quien 
cometa actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, explotación 
sexual, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de 
violencia sexual contra una persona protegida, será sancionada con pena de 
quince a veinte años de prisión. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
CAPITULO II. GARANTÍAS JURÍDICAS FORMALES QUE GARANTIZAN LOS 
DERECHOS DE LA MUJER EN NICARAGUA 
 
1. Constitución Política de la República de Nicaragua 
La Constitución Política del país establece que Nicaragua es un estado 
independiente, sin religión oficial, libre y soberana, unitaria e indivisible. 
Constituido como una República democrática, participativa y representativa siendo 
constituida como un Estado Social de Derecho, en ella se establece la igualdad de 
las personas ante la ley y su protección y goce de los derechos políticos y civiles 
sin ningún tipo de discriminación por motivo de nacionalidad, credo político, raza o 
sexo. Asi mismo la Constitución establece que toda persona goza de la protección 
estatal y el reconocimiento de los derechos inherentes de acuerdo a su condición 
de humano así como la protección de los derechos humanos contenidos en la 
Declaración Universal de los derechos  humanos, en la declaración americana de 
los derechos y deberes del hombre, tomando en cuenta también la convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. 
 
La Constitución Política establece para la protección, tutela y restablecimiento de 
los derechos humanos, la ley de amparo la cual posee rango constitucional donde 
se establecen los recursos de inconstitucionalidad, habeas corpus y el amparo. 
 
Se establece la igualdad absoluta entre el hombre y la mujer, estableciendo la 
obligación que el Estado debe eliminar todo obstáculo que impida que el hecho de 
igualdad entre los nicaragüenses y su participación en todo el sentido de 
participación. 
 
La Constitución Política de Nicaragua consagra en su preámbulo el respeto 
absoluto de los derechos humanos y en el artículo 46 garantiza la protección 
estatal, el reconocimiento de los derechos inherentes a la persona humana y el 
irrestricto respeto, promoción y protección de estos en todo el territorio nacional, 
  
asi como la plena vigencia de los derechos consignados en los más importantes 
instrumentos jurídicos internacionales. 
 
En el artículo 24 de la Constitución Política (Legislativa, 2003) determina los 
deberes de todos los nicaragüenses como la protección la comunidad, la familia, 
patria y la humanidad, limitando los derechos de todas las personas por los 
derechos de los demás, es decir la protección a la integridad física y moral de 
todas las personas. Así como los artículos 25 y 26 de la Constitución Política 
manifiestan los derechos de todas las personas que incluyen la libertad individual, 
la seguridad, reconocimiento de personalidad y capacidad jurídicas, 
implementando también la vida privada y la de su familia, la inviolabilidad de su 
domicilio, honra y reputación de la persona. 
 
El artículo 27 de la Constitucion Politica (Legislativa, 2003) expresa que todas las 
personas son iguales ante la ley, así como la protección que el Estado les debe de 
garantizar, y a la vez respetar los derechos reconocidos en el artículo 32 que 
establece que todas las personas están impedida de hacer lo que la ley no mande 
ni impedida de hacer lo que ella prohíbe, es decir las personas somos libres pero 
con nuestra restricciones. 
 
Es importante destacar el artículo 36 de la Constitución Política en donde se 
establece que toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, 
psicológica y moral, donde se determina que ninguna persona debe ser sometida 
a ningún tipo de torturas, procedimientos, penas ni tratos crueles, inhumanos y 
degradantes, donde la violación de este tipo de derecho constituye un delito el 
cual es penado por la ley. 
 
Dentro del capítulo III de la constitución política se establecen los derechos 
sociales es decir trabajo acorde a su naturaleza, derecho a la educación y cultura, 
la salud, habitar en un ambiente saludable, igualdad dentro del derecho a la 
seguridad social para su protección integral frente a las contingencias de la vida. 
  
 
Nuestra mayor exposición se encuentra consagrado en el artículo 4 de la 
Constitución Política donde se establece que el Estado promoverá y garantizara 
los avances de carácter social y políticos para asegurar el bien común, 
promoviendo el desarrollo humano, protegiéndolo contra todo tipo de 
discriminación, explotación y exclusión. 
 
2. Código Penal de Nicaragua 
 
Para enfrentar la violencia contra las mujeres podemos hacer uso de este cuerpo 
de ley. A continuación veremos cómo nuestro Código Penal de la República de 
Nicaragua tipifica y sanciona con sus respectivas penas y castigos, todos aquellos 
actos considerados como delitos ya sea este en contra de una mujer, niño, niña 
y/o adolescentes. 
 
Para empezar la travesía por el Código Penal de la República de Nicaragua 
abordaremos el Capítulo III el que nos habla acerca de las Lesiones Y la Riña 
Tumultuaria, en donde se tipifica y castiga el primer delito en contra de la mujer 
Nicaragüense como lo es el caso de la Violencia Domestica o Intrafamiliar 
tipificado como delito en el articulo 155 del Código Penal de Nicaragua en donde 
se establece que comete este delito toda persona que ejerza cualquier tipo de 
fuerza, violencia o intimidación física o psíquica contra quien sea o haya sido su 
cónyuge o conviviente en unión de hecho estable o contra la persona a quien se 
halle o hubiere estado ligado de forma estable por relación de afectividad, o sobre 
las hijas e hijos propios, del cónyuge o del conviviente fuera de los casos del 
derecho de corrección disciplinaria, o sobre ascendientes o discapacitados que 
convivan con él o con ella, o que se hallen sujetos a la patria potestad, tutela o 
guarda de uno u otro y como consecuencia de la realización de los actos 
anteriormente señalados en estos se ocasionan: 
 
  
a) Cuando ocurran lesiones leves, la pena será de uno a dos años de prisión; b) 
cuando hay lesiones graves, el castigo será de tres a siete años de prisión y, c) y 
si las lesiones son gravísimas, se impondrá una pena de prisión de cinco a doce 
años. 
 
Además de las penas de prisión anteriormente señaladas, a los responsables de 
violencia intrafamiliar, se les impondrá la inhabilitación especial por el mismo 
período de los derechos derivados de la relación, madre, padre e hijos, tutela o 
guarda. 
 
Resulta realmente curioso que este delito de Violencia Domestica o Intrafamiliar 
no aparezca en el dictamen de la ley integral contra la violencia hacia la mujer 
como delito, a lo que interpretamos que el articulo 155 del Código Penal de 
Nicaragua seguirá vigente una ves aprobada y entrada en vigencia la Ley Integral 
contra la Violencia Hacia la Mujer.  
 
Posteriormente el Código Penal de la República de Nicaragua en el titulo II de los 
delitos contra la libertad e integridad sexual, tipifica y sanciona las siguientes 
infracciones de violencia sexual en contra de toda mujer, niño, niña o adolescente, 
siendo las siguientes. 
 
El delito de Violación tipificado y sancionado por el artículo 167 del Código Penal 
de Nicaragua en el que se castiga a todas aquellas personas que tengan acceso 
carnal o se haga acceder o introduzca a la victima o la obligue a que se introduzca 
dedo, objeto o instrumentos con fines sexuales, por vía vaginal, anal o bucal, 
usando fuerza, violencia, intimidación o cualquier otro medio que prive a la victima 
de la voluntad, razón o sentido, será sancionado con pena de ocho a doce años 
de prisión. Siendo victimas de este delito de violación personas de uno u de otro 
sexo.  
 
  
Este delito es bien claro en cuanto a las características que se deben de cometer 
para considerarlo como delito de violación ya sea en perjuicio de una mujer como 
son el noventa y nueve por ciento de las probabilidades o bien en contra de un 
hombre hecho que hasta la actualidad no hemos escuchado que haya sido 
denunciado ante las autoridades correspondientes. 
 
Subsiguiente se encuentra tipificado y sancionado como delito en el Código Penal 
de Nicaragua en el artículo 168 la Violación a menores de catorce años, 
cometiéndolo toda persona que tenga acceso carnal o se haga acceder con o por 
persona menor de catorce años o quien con fines sexuales le introduzca o la 
obligue a que se introduzca dedo, objeto o instrumento por vía vaginal, anal o 
bocal, con o sin consentimiento, será sancionado con pena de doce a quince años 
de prisión. 
 
A como se puede observar se requieren las mismas características del delito de 
violación para que se cometa este delito, pero en esta ocasión es con persona de 
catorce años o menor de esta misma edad, con este delito en el Código Penal de 
Nicaragua está protegiendo a las niñas, mujeres y adolescentes que pueden ser 
victimas de personas con enfermedades sexuales.    
 
En relación a lo establecido en el artículo 196 del Código Penal de Nicaragua que 
sanciona y castiga como Violación Agravada y con pena de doce a quince años de 
prisión a las personas que cometen este delito prevaliéndose de su relación de 
superioridad, o cuando cometen esta infracción dos o mas personas, bien cuando 
la victima esta embarazada o es mayor de setenta y cinco años. 
 
El delito de Estupro también en este cuerpo de ley se determina en el artículo 170 
y castiga con pena de dos a cuatro años de prisión a todas aquellas personas que 
estando casado o acompañado o siendo mayor de edad tenga relaciones sexuales 
sin violencia o intimidación con otra persona que goce entre la edad de catorce y 
dieciséis años. Por lo tanto el Estupro Agravado es castigado en el artículo 171 
  
con pena de cinco a diez años de prisión a las personas que siendo responsable 
de educar, orientar espiritualmente a la victima o cuidar a la misma, por ejemplo, 
su maestro, sacerdote o pastor de la comunidad, o cuando lo comete una persona 
que tiene una relación de autoridad, dependencia o familiaridad con la victima o 
comparta el hogar con ella, ejemplo un amigo de confianza de la familia, el 
padrastro, tío o padrino.    
 
En el Código Penal de Nicaragua en el artículo 172 se castiga el delito del Abuso 
Sexual en el que se considera que comete este delito toda persona que sin llegar 
a la violación, realiza actos lascivos o lúbricos, o manosea a otra persona con 
fines sexuales sin su consentimiento, o la obliga a hacerlo usando la fuerza, 
intimidación o algún medio para quitarle su voluntad, ejemplo, usando licor o droga 
o personas que se aprovechen de que la victima está incapacitada para 
defenderse será castigado con pena de cinco a siete años de prisión.   
 
Si el abusador sexual es pariente, persona de confianza o vive en la casa de la 
victima, entonces la pena será de siete a doce años de prisión, y si dos o más de 
las situaciones se juntan, por ejemplo si es familiar y además vive en la misma 
casa, se aplicara la pena máxima. En ninguno de los casos se reconoce el 
consentimiento por parte de la victima cuando esta sea menor de catorce años de 
edad o bien sea una persona discapacitada o con enfermedad mental.  
 
Posteriormente es castigado también el delito del Incesto en el artículo 173 del 
Código Penal de Nicaragua en el que se impondrá prisión de uno a tres años a 
todas aquellas personas que conociendo las relaciones consanguíneas que lo 
relacionan, tenga relaciones sexuales con otra persona mayor de dieciocho años, 
aunque sea con su consentimiento. Lamentablemente, este delito no siempre se 
castiga, porque a diferencia del resto de delitos sexuales, aquí se reconoce el 
perdón de la victima, dejando sin castigo a quien comete este delito, extinguiendo 
así la acción penal.  
 
  
Consecutivamente el Código Penal de Nicaragua penaliza en el artículo 174 el 
Acoso Sexual con prisión de uno a tres años a quien de manera reiterada y 
valiéndose de su posición  de poder, autoridad o superioridad exija o solicite para 
si o para una tercera persona, cualquier acto sexual a cambio de promesas de un 
trato preferencial o de amenazas sobre la situación de la victima, por ejemplo la 
insinuación de un jefe a cambio de un aumento de salario, con la amenaza directa 
o indirecta de un despido. También se impondrá la pena de prisión de tres a cinco 
años cuando la victima sea menor de dieciocho años de edad. 
 
Seguidamente el Código Penal de Nicaragua hace una breve recopilación de otros 
delitos como los son la Explotación sexual, pornografía y acto sexual con 
adolescentes mediante pago tipificado y sancionado en el articulo 175 para los 
individuos que induzcan, faciliten o promuevan con fines sexuales la presencia o 
participación en un comportamiento o espectáculo público o privado  a una 
persona menor de dieciséis años o con discapacidad a cambio de dinero con el 
consentimiento de la victima, será castigado con una pena de cinco a siete años 
de prisión. Y en cambio si la victima es una persona mayor de dieciséis años y 
menor de dieciocho años se le impondrá una pena al que comete este delito de 
cuatro a seis años de prisión. 
 
Para la realización de este delito de Explotación sexual, pornografía y acto sexual 
con adolescentes mediante pago tipificado en el artículo 175 del Código Penal de 
Nicaragua se le impondrá pena de cinco a siete años de prisión y multa de  ciento 
cincuenta a quinientos días multa a todas aquellas personas que promueva, 
financie, reproduzca y gane dinero mediante la utilización de imágenes o audio de 
menores de edad en actividad sexual o erótica o la representación de sus 
genitales con fines sexuales. También se castigara a todas aquellas personas que 
con fines de explotación sexual, posea material pornográfico o erótico en los 
términos expresado anteriormente, será castigado con la pena de uno a dos años 
de prisión. 
 
  
Para finalizar en este artículo el Código Penal de Nicaragua sanciona con pena de 
cinco a siete años de prisión a los sujetos que realizan acto sexual o erótico con 
una persona adolescente mayor de catorce años y menor de dieciocho años a 
cambio de pago, promesa de pago o ventaja económica o de cualquier naturaleza. 
Por ejemplo, cuando un hombre adulto le paga a una adolescente para tener sexo, 
o bien cuando un hombre mayor anda con una joven adolescente y a cambio la 
ayuda económicamente a ella e incluso a su familia.   
 
Posteriormente y en el orden que corresponde según el Código Penal de 
Nicaragua en su artículo 177 se sanciona de cinco a siete años de prisión, más el 
pago de ciento cincuenta a quinientos días multa a quien delinca en el delito de 
Promoción de Turismo con fines de Explotación Sexual  infracción que es 
realizado por sujetos de forma individual dentro o fuera del territorio nacional o 
aquellos que promueve el país como un atractivo turístico sexual, utilizando 
imágenes de personas menores de dieciocho años de edad.    
 
El siguiente delito denomina como Proxenetismo tipificado en el artículo 178 del 
Código Penal de Nicaragua castiga con prisión de cuatro a seis años, más el pago 
de cien a trecientos días multa a todo individuo que induzca, promueva, facilite, 
favorezca o reclute a una persona para ser explotada sexualmente mediante pago, 
para obtener ganancias para si mismo.    
 
Este delito de Proxenetismo es considerado agravado según el Código Penal de 
Nicaragua por su artículo 179 cuando la victima es menor de dieciocho años o es 
discapacitada, o bien sea por medio de engaño, violencia, abuso de autoridad, 
intimidación y además el autor de este delito es un familiar o una persona de 
confianza, se sancionara con una pena de seis a ocho años de prisión, más el 
pago de trecientos a seiscientos días de multa.       
 
El Código Penal de Nicaragua en su artículo 180 tipifica y sanciona el delito de 
Rufianería en el que se denomina que comete este delito toda persona que 
  
mediante amenaza se mantenga económicamente del dinero que gana otra 
persona que realiza actos sexuales mediante pago, incluyendo que la victima este 
casada o en unión de hecho estable se castigara con una pena de tres a cinco 
años de prisión, más el pago de setenta a doscientos días de multa. En el caso 
que la víctima sea menor de dieciocho años de edad o sea discapacitada la pena 
aumenta de cinco a siete años de prisión, más el pago de doscientos a 
cuatrocientos días de multa.  
 
Para finalizar con esta cantidad de delitos que el Código Penal de Nicaragua 
establece para garantizar los derechos de mujeres, niños, niñas y adolescentes es 
necesario mencionar el delito establecido en el artículo 182 del mismo cuerpo de 
ley siendo el que protege la Trata de Personas con fines de Esclavitud, 
Explotación Sexual o Adopción en este se manifiesta que se comete este delito 
cuando una persona valiéndose de amenazas o engaño promueva, contrate, 
facilite, reclute, traslade, retenga o adopte a personas de ambos sexos con el 
propósito de explotarlas sexualmente dentro o fuera del país con o sin 
consentimiento de la victima se castigara con pena de prisión de siete a diez años.   
 
Si en un caso la victima resulta que es menor de dieciocho años de edad, es 
discapacitada y el delito es cometido por un familiar, tutor o guía espiritual, sea 
este sacerdote o pastor de cualquier designación religiosa, se castigara con una 
pena de diez a doce años de prisión. 
 
En este mismo artículo se castiga con prisión de ocho a doce años a todos 
aquellos sujetos que vendan, ofrezca, entregue o acepte a un niño, niña, o 
adolescente en el que medie o no el pago o recompensa con fines de explotación 
sexual. A la vez se le impondrá la misma pena de prisión a las personas que 
oferten, posean o acepte la venta de un niño, niña, o adolescente con fines de 
adopción ilegitima.  
 
 
  
3. Proyecto de Ley del Código de Familia de Nicaragua 
 
Primeramente hay que hacer mención al concepto de familia siendo aquella que 
resulta ser el núcleo fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de 
ésta y del Estado. La familia está integrada por un grupo de personas naturales 
con capacidades, habilidades y destrezas diferentes, unidas por el matrimonio o 
unión de hecho estable y vínculos de parentesco. 
 
En lo que será el probable Código de Familia de Nicaragua una vez aprobado por 
la Asamblea Nacional en el artículo 32 hace mención en que todas las personas 
que integran la familia, tienen la obligación de velar por la protección y 
conservación de ésta y promover el respeto e igualdad de derechos y 
oportunidades entre todas y todos sus miembros; además, han de contribuir a: 
a) Fortalecer los vínculos de cariño, ayuda y respeto recíproco entre sus 
integrantes; 
b) Fortalecer el matrimonio y la unión de hecho estable legalmente formalizado o 
reconocido, fundado en la absoluta igualdad de derechos del hombre y la mujer; 
c) El eficaz cumplimiento por los padres de sus obligaciones con respecto a la 
protección, formación moral y educación de los hijos.  
d) La plena realización el principio de igualad de todos los hijos e hijas. 
 
Por su parte en los artículos 33, 34 y 35 del proyecto de Código de Familia de 
Nicaragua se hace una breve referencia a lo que se conoce como el parentesco 
en la familia y es aquel vínculo que une a las personas que descienden de una 
misma estirpe. Se reconocen dos tipos de parentesco uno por consanguinidad y 
otro por afinidad. 
 
En el caso del parentesco por consanguinidad es el que se establece entre las 
personas unidas por vínculos de sangre o por adopción. 
 
  
El parentesco por consanguinidad también se define como la relación de sangre 
entre dos personas: los parientes consanguíneos son aquellos que comparten 
sangre por tener algún pariente común; los parientes no consanguíneos son 
aquellos que no presentan un vínculo de sangre, pero que son parientes por un 
vínculo legal (matrimonio). 
 
En el parentesco por afinidad es el que une a los cónyuges o convivientes, con los 
parientes del otro u otra. En la línea y el grado en que exista el parentesco con 
uno de los cónyuges o con uno de los convivientes, tiene lugar la afinidad respecto 
al otro. La afinidad no concluye con la muerte. 
 
La afinidad es el vínculo que se establece entre un cónyuge y los parientes 
consanguíneos del otro, o bien, recíprocamente, entre una persona y los cónyuges 
de sus parientes consanguíneos. El grado y la línea de la afinidad se determinan 
según el grado y la línea de la consanguinidad. Es decir, una persona es pariente 
por afinidad de todos los parientes consanguíneos de su cónyuge en la misma 
línea y grado que éste lo es de ellos por consanguinidad. 
 
En el capítulo II del título II del proyecto del Código de Familia de Nicaragua se 
define la violencia doméstica o intrafamiliar, como la forma de violación a los 
derechos humanos y en la que se debe entender como cualquier acción o 
conducta que de manera directa o indirecta causare daño o sufrimiento físico, 
sexual, psicológico y patrimonial, tanto en el ámbito público, como en el privado, al 
cónyuge o conviviente o sobre las hijas e hijos del cónyuge o conviviente o sobre 
ascendiente o discapacitados que convivan con él o ella o que se hallen sujetos a 
tutela de uno u otro. 
 
En el proyecto del Código de Familia de Nicaragua en el artículo 41 se mencionan 
los tipos de violencia doméstica o intrafamiliar siendo los siguientes.  
  
a. Violencia Física: la que se define como las acciones, comportamientos u 
omisiones que amenazan o lesionan la integridad corporal de una persona dentro 
o fuera de la familia. 
b. Violencia Sexual: son aquellas acciones donde se obliga a una persona tener o 
mantener contacto sexual, a participar en ellos, mediante la fuerza, intimidación, 
coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza o cualquier mecanismo que 
anule o límite la voluntad personal de la victima fuera o dentro de un hogar o bien 
internamente o externamente de su centro laboral. 
c. Violencia Psicológica: es la acción u omisión directa o indirecta, cuyo propósito 
sea controlar o degradar  las acciones, comportamientos, creencias y decisiones 
de otras personas, por medio de intimidación, manipulación, amenaza directa o 
indirecta, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta u omisión que 
produzca un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación, el desarrollo 
integral y las posibilidades personales de la victima.  
d. Violencia Patrimonial: se manifiesta como la acción u omisión de quien afecte o 
cause daño a los bienes muebles o inmuebles pertenecientes al grupo familiar. 
También constituye violencia patrimonial el control de los bienes y recursos 
financieros, manteniendo así el dominio sobre la mujer y los restante integrantes 
de la familia, la negación de proveer los recursos necesarios en el hogar, 
desconocimiento del valor económico del trabajo doméstico dentro del hogar, y el 
requerimiento para que nadie del hogar comience a realizar un trabajo 
remunerado.   
 
Todas aquellas personas que tengan conocimiento de un hecho constitutivo de 
violencia doméstica o intrafamiliar, deberá denunciarlo o bien dar aviso a la Policía 
Nacional. La denuncia puede hacerse de manera escrita o verbal, si la denuncia 
que se realiza es verbal esta misma quedara en el acta que levante el oficial de 
policía que reciba la denuncia.  
 
La vida en familia así como dentro y fuera del hogar debe de existir el deber de 
tolerancia y buen trato en donde se tiene que obligar a todos sus integrantes a 
  
tratarse con tolerancia, respeto y humanismo, brindándose un trato digno, a fin de 
que todos contribuyan al desarrollo de una familia unida, sana, fuerte y solidaria. 
 
A como pudimos observar en el proyecto del Código de Familia de Nicaragua se 
hace una referencia muy reducida a lo que se refiere a la violencia domestica o 
intrafamiliar ya que solamente hace una breve reseña de lo que son los tipos de 
violencia y sus definiciones, así como también el concepto y las obligaciones de la 
familia, 
 
4. Ley 212 de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos 
Humanos 
Dentro de esta ley encontramos que tanto el procurador y subprocurador son los 
responsables de recibir dentro de la institución de la procuraduría cualquier tipo de 
denuncias cuando se trate el caso de violación de los derechos humanos, los 
cuales comprenden también a las mujeres, los cuales demuestran que no están 
supeditados a ninguna autoridad. 
 
En el artículo 5 de la ley 212 (Humanos, 1995) donde establece que el procurador 
debe promover, defender y tutelar los Derechos comprendidos en el Título IV de la 
Constitución Política de la República, velando por su cumplimiento de parte de los 
órganos de la Administración Pública, para tales efectos podrá supervisar sus 
actuaciones, a fin de que no se vulneren los derechos humanos por acciones u 
omisiones, informando públicamente, en la cual se entiende total y absoluta 
autoridad para investigar y conocer sobre una situación de violencia hacia a una 
mujer puede ser conocida por esta institución estatal. 
 
Así mismo el artículo 27 de la misma ley establece que toda persona puede 
interponer, ante la sede central, sedes permanentes o provisionales, denuncias 
sobre presuntas violaciones a los derechos humanos sin exclusiones de ninguna 
naturaleza, ya sea de nacionalidad, residencia, sexo, minoría de edad, raza, 
creencia religiosa, credo político, incapacidad legal, internamiento en régimen 
  
penitenciario o policial y cualquier otra sujeción o dependencia de una 
administración o poder público. 
 
Encontramos que dentro del artículo 40 de la ley (Nacional, Ley de la procuraduria 
para la defensa de los derechos humanos, 1995) establece que cuando se 
comprueba la existencia de una violación a los derechos humanos el procurador 
iniciara o promoverá las acciones de responsabilidad y los recursos 
correspondientes para restablecer, defender y tutelar los derechos violados o en 
peligro de serlos, si la violación no es de orden penal podrá hacerle una 
advertencia al funcionario en una primera ocasión, en caso sucesivo podrá hacerle 
un recordatorio de sus deberes, enviando copia de ella al superior jerárquico, 
trasladando el caso ante la comisión de un delito a la Procuraduría General de la 
República o ante la autoridad que le corresponda para que se ejerzan las acciones 
legales correspondientes. 
 
5. Acuerdos Internacionales: 
5.1 Convención interamericana de prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer. 
Fue suscrita por los países del continente americano en mil novecientos noventa y 
cuatro, conocido mas como la Convención de Belém Do Para, se da el 
reconocimiento la violencia contra la mujer como la violación de los derechos 
humanos y su adopción hablando de un carácter vinculante para los países 
ratificantes como es el caso de Nicaragua. 
 
Establece en su artículo uno (Unidas, 1984) el concepto de violencia contra la 
mujer como cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el 
ámbito público como en el privado.  
 
  
La violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el 
reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades, porque la 
violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana y una manifestación 
de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres;  
La Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, adoptada por 
la Vigésimo quinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de 
Mujeres, y afirmando que la violencia contra la mujer trasciende todos los 
sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, 
nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta 
negativamente sus propias bases, donde se establece la eliminación de la 
violencia contra la mujer es condición indispensable para su desarrollo individual y 
social y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de vida, y 
constituye una positiva contribución para proteger los derechos de la mujer y 
eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarlas. 
EL artículo 5 establece que toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total 
protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e 
internacionales sobre derechos humanos. 
 
5.2 Declaración sobre la eliminación de violencia contra la mujer 
Donde establece la violencia contra la mujer en su artículo uno (Unidas, 1994) lo 
determina como todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino 
que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la 
privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en 
la vida privada.  
 
Así mismo en su artículo cuatro donde los estados deben condenar la violencia 
contra la mujer y no invocar ninguna costumbre, tradición o consideración religiosa 
  
para eludir su obligación de procurar eliminarla. Los Estados deben aplicar por 
todos los medios apropiados y sin demora una política encaminada a eliminar la 
violencia contra la mujer. 
 
6. Instituciones especializadas en violencia 
6.1 Ministerio de la Familia: 
Órgano rector encargo de la políticas y protección especial, formuladora de la 
políticas y ejecución de programas y proyectos sociales dirigidos a atender la 
familia, niñez y la adolescencia que requiere la protección especial, donde 
promueve la participación ciudadana para prevenir la violencia intrafamiliar y 
sexual, como parte de un sistema de detección y referencia. 
 
6.2 Ministerio de Salud:  
Encargado de ejecución y proyectos en función de garantizar la salud integral de 
mujeres, niños y adolescentes, donde reconoce la violencia intrafamiliar como un 
problema de salud pública a través de su decreto ministerial No.67-96 trabajando 
en una estrategia de atención a través de la vigilancia epidemiológica de la 
violencia y el protocolo de atención. 
 
6.3  Consejo Nacional de Atención y Protección Integral a la Niñez y 
Adolescencia 
Órgano rector encargado para formular y coordinar la ejecución de la Política 
Nacional de atención a la niñez y adolescencia avalando la estrategias 
relacionadas con su implementación, ejecución y evaluación, dando la aplicación 
efectiva del código de la niñez y adolescencia y las políticas dirigidas al sector 
poblacional. 
 
 
 
  
6.4 Policía Nacional  
Orientada a la prevención, detención, tratamiento e investigación de las faltas y 
delitos de violencia física, psicológica y sexual ya sea dentro o fuera del hogar 
contra la mujer, niñez y adolescentes, creando así la Comisaría de la Mujer y la 
Niñez fundamentándose jurídicamente en la ley 228 y su reglamento. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
CAPITULO III. ANÁLISIS COMPARATIVO DE LAS PENAS Y MEDIDAS DE 
PROTECCIÓN EN COSTA RICA Y EL SALVADOR, EN REFERENCIA CON LA 
LEY DE NICARAGUA 
 
1. Costa Rica 
 
En este análisis comparativo tratamos de demostrar las distintas formas de 
principios que rigen la Constitución Política de Costa Rica y Nicaragua, haciendo 
un marco comparativo de las obligaciones que tiene en el Estado con sus 
ciudadanos y las garantías que ofrecen para el cumplimiento de las obligaciones, 
así mismo también los aspectos fundamentales de la Ley Contra la Violencia 
Domestica de Costa Rica y el Código Penal de Nicaragua, a como todos sabemos 
no existe una ley especifica  en Nicaragua que castigue el delito de violencia 
intrafamiliar que se da contra las mujeres, que hoy en día en Nicaragua va un 
alarmante incremento de mujeres maltratadas y muertas a manos de su pareja, ex 
cónyuge, dando a conocer que existe un dictamen de Ley contra la violencia hacia 
la mujer la cual a finales del años dos mil once entrara en vigencia como una ley 
que vendrá a reemplazar al Código Penal en la aplicación de una pena. 
 
1.1 Ley contra la violencia domestica 
 
En Costa Rica la Ley contra la violencia domestica no tiene una relación intima 
con su Código Penal ya que como existe esta ley no necesitar juzgarse con otro 
tipo de ley que exista en ese país, en Nicaragua no es posible realizar esto por no 
existir una ley concreta que juzgue y penalice este tipo de delito. 
 
Dentro del ámbito jurídico de este país existe una normativa donde se creó la Ley 
No. 7586 LEY CONTRA LA VIOLENCIA DOMESTICA, la que fue creada el 
veinticinco de marzo de mil novecientos noventa y seis, donde esta tiene principal 
aplicación de las medidas de protección para garantizar la vida, integridad y 
  
dignidad de las víctimas de violencia domestica, termino jurídico no utilizado 
dentro de nuestro marco jurídico sino conocido como Violencia Intrafamiliar. 
Dentro de esta ley no existe distinción alguna que la victima solo pueda ser 
afectada por violencia intrafamiliar sino que pueden ser víctimas de violencia en 
relaciones de pareja o exista abuso sexual incestuoso. 
 
Las definiciones existentes dentro de esta ley se encuentran: 
A. Violencia Domestica: es toda acción u omisión, directa o indirecta 
ejercida contra un pariente de consanguinidad, afinidad o adopción, 
hasta el tercer grado, donde exista el menoscabo de la integridad física, 
sexual, psicológica o patrimonial. (Mujer, 2000) 
B. Violencia Intrafamiliar: es la definición existente dentro de nuestro 
Código Penal de Nicaragua en su artículo 155 define la violencia como 
toda acción u omisión cometida por algún miembro de la familia en 
relación de poder, donde perjudique el bienestar, la integridad física, 
psicológica o libertad de la persona, y haga uso de la fuerza física o 
intimidación donde existe también el desglose de violencia como la 
física, psicológica, sexual, patrimonial. 
 
En comparación de la ley de violencia domestica los distintos tipos de violencia 
vienen siendo una separación de otra no se desglosa de la violencia domestica, 
mientras que en Nicaragua el uso de violencia intrafamiliar viene haciendo ilusión 
a los demás tipos de violencia los cuales están contemplados dentro de iniciativa 
de ley integral contra la violencia hacia la mujer. 
 
Las leyes contra la violencia doméstica o intrafamiliar podrían ser clasificadas en 
dos modelos: el primero se refiere a un conjunto de normas que forman leyes de 
naturaleza mixta como es el caso de Costa Rica la naturaleza de estas leyes es de 
carácter precautorio, no son procesos residuales o sustitutivos de otros procesos, 
sino que son independientes, donde el objeto de la ley va dirigido a prevenir la 
  
violencia o la repetición de la violencia, donde se va creando un proceso sumario 
para el derecho de familia. 
 
El segundo responde a reformas parciales del derecho penal, tal es el caso de 
Nicaragua y Panamá, un aspecto a subrayar es que esta legislación no resuelve el 
problema de fondo, pues difícilmente logra romper con el círculo de violencia, su 
finalidad es la protección de la vida, la integridad física, emocional, sexual y 
patrimonial. 
 
En cuanto a las medidas de protección existe el desalojo del agresor de la 
vivienda aun con ayuda de la Fuerza pública, fijarle un domicilio distinto a la 
victima de la del agresor, así como ordenar el allanamiento de la morada cuando 
la integridad fisca se encuentre en una exposición de gravedad utilizando lo 
dispuesto en el Código de Procedimiento Penal de Costa Rica. 
 
También se encuentran suspensión de la guarda de los hijos así como el derecho 
de visitas, prohibición de entrar el agresor al domicilio de la víctima, también la 
imposición del cumplimiento de la obligación alimentaria provisional de 
conformidad con la Ley de Pensiones Alimenticias la cual es dictaminada de oficio 
como el dictamen de embargo de los bienes del presunto agresor seguido del 
levantamiento de inventario de los bienes existentes en el núcleo habitacional es 
decir familiar, dentro de estas medidas de protección cabe destacar ordenar al 
presunto agresor la reparación en dinero efectivo de los daños ocasionados a la 
persona agredidas o bienes indispensables para continuar su vida normal. 
 
Estos tipos de medidas de protección no podrán durar menos de un mes ni más 
de seis, pero con la excepción de cuando se venza el plazo la parte afectada 
puede solicitar prorrogarlo una sola vez por el mismo periodo anterior el cual fue 
impuesto por la actividad correspondiente. 
 
  
Las personas que están legitimados para poder realizar la solicitud de medidas de 
protección son los mayores de doce años que vivan dentro de una situación de 
violencia domestica, discapacitados físicos y mentales que se podrá realizar a 
través de su representante legal o Patronato Nacional de la Infancia, en el caso de 
Nicaragua seria a través del Ministerio de la Familia el cual es el órgano 
encargado de aplicación de leyes y medidas de protección cuando tengan 
conocimiento de que mujeres e hijos sufran de algún tipo de violencia dentro del 
seno familiar. Asimismo las personas mayores de edad cuando la persona sea 
agredida e imposibilitada de solicitar dichas medidas de protección que le han sido 
otorgadas a través de esta ley. 
 
La tramitación de dichas medidas pueden ser interpuestas por escrito la cual será 
autenticada quien la formule no esté presente, dando facultad al tribunal de 
impulsar el proceso de oficio, así como de forma verbal, con independencia de 
cualquier otro proceso penal o familiar. 
 
Después de la imposición de medidas de protección la autoridad competente 
deberá ordenar el examen médico y psicológico que permita valorar los daños 
físicos y psicológicos sufridos. Cuando están evacuadas todas las pruebas 
corresponde al Juzgado resolver de inmediato si se mantienen o no en ejecución 
las pruebas evacuadas, resolviendo en base de las reglas de la sana crítica 
racional y de oficio regirán el impulso procesal. 
 
Una vez dictada la resolución del juzgado podrá ser apelada en el término de tres 
días hábiles, cuando sea admitida la apelación no suspenderán la ejecución de las 
medidas decretas, resolviendo el recurso de apelación dentro de 15 días 
siguientes a la fecha en que finalizo la tramitación, la ejecución de las medidas 
trae consigo revisar los resultados donde comparezcan las partes. 
 
En cambio Nicaragua a través de su Código Penal contempla en su artículo 111 
las medidas de protección de urgencia las cuales son otorgadas a las víctimas de 
  
violencia intrafamiliar o domestica, las cuales se pueden describir de la siguiente 
manera cuando la acción u omisión es realizada por un miembro de la familia 
aplicándose cuando la victima la solicite ante la Policía Nacional en la Comisaria 
de la Mujer. 
 
Las medidas son desde el abandono inmediato del agresor tomando en cuenta la 
voluntad de la victima haciendo uso de la restricción del agresor del domicilio o 
lugar de trabajo de la victima cuando este lo soliciten haciendo uso del derecho  
de atención médica, psicológica o psiquiátrica cuando sea necesario, en caso de 
que la victima sea menor de edad ordenar el uso del examen bio-psico-social, 
cuando la víctima sea un discapacitado el juez podrá confiar la tutela de la victima 
a su guardador provisional, todas estas medidas el juez las puede implementar 
cuando tenga conocimiento de un caso existente de violencia, el Ministerio Público 
las podrás solicitar ya que es la institución encargada de representar a la victima 
cuando exista una acusación y una causa abierta en los Juzgados de Managua o 
resto del país donde ocurra el hecho, todas estas medidas serán aplicadas cuando 
no excedan un plazo de mas de diez días de forma preventiva. 
 
El factor importante para la creación de esta ley es el artículo 51 de la constitución 
Política de la República de Costa Rica, donde define a la familia como elemento 
natural y fundamento de la sociedad, donde el Estado debe otorgar las medidas 
de protección correspondientes a las víctimas de violencia domestica o 
intrafamiliar, no encontrado así otro artículo en que se base la creación de la ley 
contra la violencia domestica de Costa Rica, en cambio Nicaragua no tiene una ley 
concreta en contra de la violencia intrafamiliar sino que esta contemplado en el 
artículo 155 de nuestro Código Penal de la República de Nicaragua donde se 
demuestra que nuestra leyes tiene una clara debilidad jurídica ya que cuando se 
tipifica este tipo de violencia se hace a través de lesiones las cuales no deberían 
ser tipificada de esa manera sino como delito, en cambio Costa Rica si la tipifica 
como delito con un grado de magnitud de las relaciones entre la víctima y el 
agresor cuando se crea un vinculo de violencia. 
  
 
1.2 Constitución Política de Costa Rica 
 
La Constitución Política de Costa Rica determina que la vida humana es inviolable, 
donde se garantiza el derecho a la intimidad, libertad y el secreto de las 
comunicaciones, donde toda persona es igual ante la ley costarricense y no se 
practicara ninguna discriminación contraria contra la persona humana no 
existiendo así efecto retroactivo en perjuicio de la persona o derechos 
patrimoniales alguno o situaciones jurídicas. 
 
En la Constitución Política de la República de Nicaragua, se reconocen los 
derechos individuales de los ciudadanos que se inician desde el Articulo 26 hasta 
el artículo 46 de nuestra constitución política donde se establece el derecho a la 
vida es inviolable e inherente teniendo deberes con la familia, reconociendo la 
libertad individual, seguridad, personalidad y capacidad jurídica, donde cabe 
destacar que el domicilio de los ciudadanos solo puede ser allanado por orden 
escrita de un juez exceptuando cuando en el domicilio se cometiera un delito o se 
pidiera ayuda, determinando así que nadie puede ser sometido a detención o 
prisión arbitraria ni ser privado de su libertad teniendo como derecho la presunción 
de inocencia salvo cuando exista una sentencia firma dictada por un juez, la cual 
dentro de nuestro proceso penal es un elemento importante para el inicio de un 
juicio y la conclusión de este mismo, existiendo así también el derecho a ser 
juzgado por jurado de conciencia o por el juez es decir un juicio técnico donde la 
sentencia dictada por un juez es apelable en cambio la de un jurado de conciencia 
se basa en sentencia firma sin derecho al uso de apelación, contra la resolución 
dictaminada. 
 
Determinando así que a toda persona se le respete su derecho de integridad 
física, psíquica o moral, no siendo sometida a tortura, procedimientos, penas ni 
tratos crueles, esto incluye a los menores de edad que no pueden ser objeto de 
juzgamiento ni procedimiento judicial alguno. 
  
 
2. El Salvador 
 
2.1 Ley contra la violencia Intrafamiliar 
 
Para iniciar este análisis comparativo de las legislaciones salvadoreñas como 
nicaragüenses, se debe de mencionar que en la República Salvadoreña ya existe 
una Ley Contra la Violencia Intrafamiliar, Decreto Nº 902, en donde se establece 
en su artículo 1 las siguientes disposiciones fundamentales; a)- Establecer 
mecanismos adecuados para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
intrafamiliar, en las relaciones existentes dentro de los miembros de la familia o 
dentro de cualquier otra relación interpersonal de dichos miembros, b)- Aplicar las 
medidas preventivas, cautelares y de protección, c)- Proteger de forma especial a 
las victimas de violencia en las relaciones de pareja, de niños, niñas, 
adolescentes, personas adultas y personas discapacitadas. 
 
En continuación de lo que es la Ley contra la Violencia Intrafamiliar (Salvador 
2008) de la República de El Salvador, Aremos una breve mención en lo que 
corresponden a estos principios básicos de esta ley los que están establecidos en 
su articulado 2,  siendo los siguientes;  
a) El respeto a la vida, a la dignidad e integridad física, psicológica y sexual de la 
persona. 
b) La igualdad de derechos del hombre, de la mujer y de los hijos e hijas. 
c) El derecho a una vida digna libre de violencia, en el ámbito público como en el 
ámbito privado. 
d) La protección de la familia y cada uno de los integrantes que la constituyen.  
El concepto de Violencia Intrafamiliar en esta ley Salvadoreña se define en su 
artículo 3 y es conocida como aquel acto que constituye acción u omisión, directa 
o indirectamente que cause daño, sufrimiento físico, sexual, psicológico o muerte 
a las personas integrantes de la familia. 
 
  
En este mismo articulado se menciona y definen los tipos de violencia intrafamiliar 
y siendo los siguientes: 
a) Violencia Psicológica: es aquella acción u omisión directa o indirecta cuyo 
propósito sea controlar o degradar las acciones, comportamientos, creencias y 
decisiones de otras personas, mediante intimidación, manipulación, amenaza 
directa o indirecta o cualquier otra conducta u omisión que produzca perjuicio 
en la salud psicológica y el desarrollo integral de las personas. 
b)  Violencia Física: es definida como las acciones, comportamientos u 
comisiones que amenazan o lesionan la integridad física de una persona. 
c) Violencia Sexual: son las acciones que obligan a una persona a mantener 
contactos sexualizados físicos o verbales, o a participar en ellos mediante 
fuerza, intimidación, chantaje, soborno, manipulación, amenaza y otro 
mecanismo que anule o limite la voluntad personal. 
d) Violencia Patrimonial: es aquella acción u omisión de quien afecte o impida 
la atención adecuada de las necesidades de la familia o de alguna de las 
personas a que se refiere la presente ley; daña, pierde, sustrae, destruye, 
retiene, o se apropia de objetos, instrumentos o bienes.        
 
En lo concerniente al objeto de la presente Ley Salvadoreña que se encuentra en 
su artículo 6 es que en esta misma ley de Violencia Intrafamiliar exista la 
obligación para el estado Salvadoreño de prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia intrafamiliar, teniendo como fin las siguientes acciones; 
a) Incorporar en la formación escolar, académica, técnica formal y no formal, la 
enseñanza de los valores éticos, cívicos y sociales; el respeto a la dignidad de 
la persona humana y deberes de los integrantes de la familia, los niños, niñas y 
demás personas discapacitadas.  
b) Establecer mecanismos legales eficaces para atender a las victimas de 
violencia intrafamiliar, mediante procedimientos sencillos, ágiles y libres de 
formalismos que faciliten la adopción de medidas cautelares. 
  
c) Crear dentro de la Policía Nacional Civil una división especializada en la 
atención y manejo de los casos de violencia intrafamiliar y defensa de los 
derechos humanos. 
 
En la República de El Salvador en la Ley contra la Violencia Intrafamiliar en su 
artículo 7 establece que para prevenir, sancionar y erradicar las diferentes formas 
de violencia intrafamiliar se establecen las siguientes medidas de protección;     
a) Orden judicial a la persona agresora de abstenerse de hostigar, perseguir, 
intimidar, amenazar o realizar otras formas de maltrato en contra de las 
victimas de violencia.  
b) Orden judicial a las personas intervinientes en los hechos de violencia 
denunciados de abstenerse de realizar actos de hostigamientos, intimidación, 
provocación y amenaza que den lugar o propicien la violencia intrafamiliar. 
c) Orden judicial a la persona agresora para que salga inmediatamente del 
domicilio común. 
d) Prohibir el acceso a la persona agresora al domicilio permanente o temporal de 
la persona agredida y a su lugar de trabajo o estudio.  
 
Para finalizar con este breve análisis de lo que es la Ley contra la Violencia 
Intrafamiliar de la República de El Salvador tenemos que hacer mención a lo que 
es la duración de las medidas preventivas, cautelares o de protección que se 
disponen en el artículo 9 las que se imputan a las personas que infringen con esta 
ley, estas medidas serán establecidas por un juez, según las circunstancias, 
reincidencias y de acuerdo a las regulaciones de la ley procesal de familia 
Salvadoreña. Con todo lo anteriormente dicho no podemos hacer comparación 
con ninguna ley de nuestro país ya que en Nicaragua por el momento no existe ley 
contra la violencia intrafamiliar o ley contra cualquier otro tipo de violencia, por eso 
hacemos referencia a las cosas mas importante de la ley contra la violencia 
intrafamiliar de El Salvador.  
 
 
  
1.2 Constitución Política de la República de El Salvador 
 
A continuación haremos una breve indicación de los derechos y garantías que la 
Constitución Política de El Salvador señala para proteger los derechos de las 
mujeres y sus ciudadanos en común.  
 
Primeramente la Constitución de El Salvador en su artículo 1(Salvador, 
Constitucion Politica de El Salvador, 2008) reconoce a la persona humana como el 
origen y el fin de la actividad del estado. Además esta organizada pora la 
obtención de la justicia, de la seguridad jurídica y del bien común de todos los 
ciudadanos salvadoreños. Así mismo su carta magna establece que es obligación 
del estado salvadoreño asegurar a los habitantes de su República, el goce de la 
libertad, la salud, la cultura, el bienestar económico y la justicia social para todas 
las personas salvadoreñas.   
 
En el artículo 3 de la Constitución de El Salvador se menciona que todas las 
personas son iguales ante la ley. Y que para el goce de estos derechos civiles no 
podrán establecerse restricciones que se basen en diferencias de nacionalidad, 
raza, sexo o religión.   
 
La Constitución de la República de El Salvador expresa en su capítulo de 
derechos individuales de todos y cada uno de sus habitantes los siguientes; 
a) A que toda persona tienen derecho a la vida, a la propiedad y posesión y a ser 
protegidas en la conservación y defensas de las mismas, establecidos en el 
artículo 2 de esta carta magna. Asi como también se le garantiza a toda 
persona salvadoreña el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y 
protección a su propia imagen. 
b) Para la Constitución Salvadoreña todos los ciudadanos de la República de El 
Salvador son iguales ante la ley y para el goce de sus derechos civiles, no 
podrán establecerse restricciones que se basen en diferencias de nacionalidad, 
  
raza, sexo, o religión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tres de esta 
misma Constitución.  
c) La ley no puede autorizar ningún acto o contrato que implique la perdida o el 
irreparable sacrificio de la libertad o dignidad de la persona, conforme a lo 
establecido en el artículo 10 de la Constitución de El Salvador.  
d) De conformidad a lo dispuesto en el artículo 11 de la Constitución Salvadoreña, 
ninguna persona puede ser privada del derecho a la vida, a la libertad, a la 
propiedad y posesión, ni de cualquier otro de sus derechos sin ser previamente 
oído y vencido en un juicio con arreglo a las leyes. 
 
En cuanto a la Constitución Política de Nicaragua en lo referido a los derechos, 
deberes y garantías de los ciudadanos nicaragüenses en su artículo 23 y 24 
establece que el derecho a la vida es inviolable e inherente a la persona humana, 
que los derechos de las demás personas son limitados por los derechos de los 
demás, por la seguridad de todos, y por las justas exigencias del bien común. Así 
mismo se refiere nuestra carta magna en su artículo 25 y 26 a que toda persona 
tiene derecho a la libertad individual, la seguridad, a su vida privada y a la de su 
familia, a la inviolabilidad de su domicilio, a l respeto a su honra y reputación y a 
conocer de toda información que sobre ella registren las autoridades estatales del 
país.    
 
En continuación con los derechos individuales de los nicaragüenses que consagra 
nuestra carta magna en su artículo 27 manifiesta que todas las personas somos 
iguales ante la ley y tenemos derechos a igual protección. No habrá discriminación 
por motivos de nacimiento, nacionalidad, credo político, raza, sexo, idioma, 
religión, opinión, posición económica o condición social. Eliminando de esta 
manera y por medio de este articulo todo tipo de discriminación y violencia por 
motivos de sexo.  
     
En cuanto a los derechos sociales de los ciudadanos Salvadoreños la Constitución 
de ese mismo estado establece en el artículo 35 que el estado protegerá la salud 
  
física, mental y moral de los menores y garantizara los derechos a la educación. 
La conducta asistencial de los menores que constituya delito o falta estará sujeta a 
un régimen jurídico especial. 
 
La Constitución Política de Nicaragua en referencia a los derechos sociales 
manifiesta en su artículo 58 y 59 que los nicaragüenses tienen derecho a la 
educación y cultura. Así como el derecho a la salud en donde el estado 
establecerá las condiciones básicas para su promoción, protección, recuperación y 
rehabilitación.  
 
La Constitución Salvadoreña implanta un capitulo referido a los derechos laborales 
y de la seguridad social de sus habitantes. (La Constitución Política de Nicaragua 
solo tiene un capitulo de los derecho laborales). 
 
En la sección referida al trabajo y la seguridad social de los Salvadoreños en su 
artículo 42 y 43 las mujeres trabajadoras Salvadoreñas tienen derecho a un 
descanso remunerado antes y después del parto y a la conservación de su empleo 
además se establece en esta carta magna que los patronos están obligados a 
pagar indemnización y a prestar servicios médicos, farmacéuticos y demás que 
establezcan las leyes, al trabajador que sufra accidente de trabajo o cualquier 
enfermedad profesional. 
 
Por su parte la Constitución Política de Nicaragua refiriéndose al capitulo de los 
derechos laborales establece en su artículo 82 que los trabajadores tienen 
derecho a condiciones de trabajo que les aseguren en especial; salario igual por 
trabajo igual en idénticas condiciones, la inembargabilidad del salario mínimo y las 
prestaciones sociales, excepto para protección de su familia, los trabajadores 
tienen derechos también a condiciones de trabajo que les garanticen la integridad 
física, la salud, la higiene y la disminución de los riesgos profesionales, así mismo 
tienen derecho a una jornada laboral de ocho horas, descanso semanal, 
  
vacaciones, remuneración por los días feriados nacionales y salario por décimo 
tercer mes. 
 
En lo referido a lo que es la seguridad social en la Constitución Política de 
Nicaragua no aparece un capitulo especifico, pero si en el articulo 82 numeral 7 de 
la Constitución se menciona que la seguridad social es para la protección integral 
y medios de subsistencia de los trabajadores en casos de invalidez, vejez, riesgos 
profesionales, enfermedad y maternidad; y a sus familiares en caso de muerte, en 
la forma y condiciones que determine la Ley Especial de la Seguridad Social y su 
Reglamento existente en nuestro país.  
 
Por su parte la Constitución Política de El Salvador integra un capitulo de los 
derechos y deberes políticos de los ciudadanos en donde reseña en su artículo 71 
que son ciudadanos todos los Salvadoreños mayores de dieciocho años, 
determinando así en su artículo 75 que pierden los derechos de ciudadanos todas 
aquellas personas que tengan una conducta notoriamente viciada, los condenados 
por delitos y las personas que compren o vendan votos en elecciones. Los 
ciudadanos recuperan estos derechos y deberes políticos con la rehabilitación 
expresa declarada por la autoridad judicial competente.  
 
La Constitución Política de Nicaragua expresa en su capitulo de los derechos 
políticos en el artículo 47 que adquieren la ciudadanía los nicaragüenses que 
hubieren cumplido dieciséis años de edad y que solo los ciudadanos gozan de los 
derechos políticos consignados en la Constitución y las leyes, sin limitaciones que 
las que se establezcan por motivos de su edad. Se establece también la igualdad 
en condicional de todos los nicaragüenses en el goce de sus derechos político 
esto conforme al artículo 48 de nuestra carta magna. 
 
Al realizar una comparación de la Constitución Política de Nicaragua con la 
Constitución Política de El Salvador hemos observado que existen algunas 
diferencias en sus capítulos, ejemplos en el capitulo de los derechos políticos 
  
donde existe diferencia en la edad para adquirir la ciudadanía estableciendo la 
Constitución de El Salvador que es a los dieciocho años, mientras que en nuestra 
Constitución se adquiere la ciudadanía a los dieciséis años. Así mismo en la carta 
magna de El Salvador en el capitulo de los derecho laborales y de seguridad 
social se manifiesta que las mujeres trabajadoras salvadoreñas tienen derecho a 
un descanso remunerado antes y después del parto, mientras ese derecho no 
aparece regulado en nuestra carta magna si no que surge hasta en el Código del 
Trabajo de Nicaragua.      
 
1.3 Código Penal de la República de El Salvador 
 
Para iniciar la comparación de los Códigos Penales de El Salvador como de 
Nicaragua en lo correspondientes a los delito que posiblemente son cometidos en 
contra de las mujeres, en el Código Penal de El Salvador los delitos comprendidos 
en el Titulo IV del libro II del Código Penal Salvadoreño se expresan los delitos 
contra la libertad sexual los que van del artículo 158 hasta el artículo 173, siendo 
el primero  el delito de violación el que es sancionado con una pena de seis a diez 
años de prisión, posteriormente se castiga el delito de violación a menores o 
incapaz delito que es castigado con una pena de 14 a 20 años de prisión, en el 
mismo cuerpo de ley también se castiga el delito denominado otras agresiones 
sexuales el que se castiga con pena de 3 a 6 años de prisión y si en la agresión 
sexual existiere acceso carnal o bucal la pena será de 6 a10 años de prisión.  
 
Así mismo en el mismo Código Penal Salvadoreño se castiga el delito de agresión 
sexual en menor o incapaz infracción que es sancionada con una pena de 8 a 12 
años de prisión y cuando la víctima sea engañada o incapacitada para resistir la 
pena será de 14 a 20 años de prisión. 
 
Posteriormente en el Código Penal de El Salvador en el capítulo II de ese Código 
se sanciona el delito de estupro mismo que es castigado con una pena de 4 a 10 
años de prisión y cuando existiere acceso carnal con personas entre doce y 
  
catorce años de edad aun con su consentimiento la pena será de 2 a 4 años de 
prisión, también en este Código se castiga el estupro por prevalimiento con una 
pena de 6 a 12 años de prisión 
 
En el capítulo III del Código Penal de El Salvador (Salvador, Codigo Penal de El 
Salvador, 2008) se sancionan los siguientes delitos, el acoso sexual es castigado 
con una pena de 3 a 5 años de prisión y cuando el acoso sexual sea realizado 
contra una menor de 15 años de edad la pena será de 4 a 8 años de prisión. El 
delito del acto sexual diverso es sancionado con prisión de 4 a 8 años, y cuando 
este delito se cometa con personas entre doce y catorce años de edad aun con su 
consentimiento la pena será de 8 a 12 años de prisión. Cuando se trata del delito 
de corrupción de menores o incapaces la pena será de 2 a 6 años de prisión, se 
sanciona también en este cuerpo de ley el delito de corrupción agravada con una 
pena de prisión de 12 a 14 años. 
 
Este Código sanciona también el delito de inducción, promoción y favorecimiento 
de actos sexuales o eróticos con una pena de 3 a 8 años de prisión, igualmente 
castiga el delito de remuneración por actos sexuales  eróticos con una pena de 3 a 
8 años de prisión, el mismo Código Penal castiga el delito denominado 
determinación a la prostitución con penas de 6 a 12 años y pena de 8 a 12 años 
de prisión, así mismo se castiga con pena de 4 a 8 años de prisión el delito de 
oferta y demanda de prostitución ajena, por su parte el delito de exhibiciones 
obscenas es castigado con pena de 2 a 4 años de prisión.  
 
El delito de pornografía es castigado con prisión de 3 a 5 años, y con pena de  6 a 
12 años de prisión se castiga el delito de utilización de personas menores de 18 
años e incapaces o deficientes mentales en pornografía y para finalizar con estos 
delitos de castiga la posesión de la pornografía con pena de 2 a 4 años de prisión. 
  
  
El Código Penal de El Salvador sanciona como delito en el artículo 200 la violencia 
intrafamiliar con una pena de 1 a 3 años de prisión, así mismo castiga el delito de 
maltrato infantil con prisión de 6 meses a 1 año. 
 
Por su parte el Código Penal de la República de Nicaragua estipula como delitos 
contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes los siguientes, delitos que se 
mencionan desde el artículo 167 hasta el artículo 183 del mismo cuerpo de ley, 
iniciando esta serie de delitos con el de violación el que sanciona con una pena de 
8 a 12 años de prisión. 
 
Seguidamente se sanciona el delito de violación a menores de catorce años el que 
castiga con una pena de 12 a 15 años de prisión, en lo correspondiente a la 
violación agravada esta es castigada con prisión de 12 a 15 años, por su parte el 
delito de estupro es sancionado con pena de 2 a 4 años de prisión, y el estupro 
agravado es castigado con prisión de 5 a 10 años.  
 
Seguidamente se castiga en el Código Penal de Nicaragua con pena de 5 a 7 
años de prisión al que cometa el delito de abuso sexual y a la vez se impondrá 
pena de 7 a12 años de prisión cuando la víctima sea niña, niño o adolescente.  
 
Se impondrá prisión de 1 a 3 años al que cometiere el delito de incesto, también 
se impondrá de 1 a 3 años de prisión al que cometiere el delito de acoso sexual y 
recibirá una pena de 3 a 5 años de prisión cuando la víctima sea menor de 
dieciocho años de edad, 
 
El delito de Explotación sexual, pornografía y acto sexual con adolescentes 
mediante pago se castigará con pena de 5 a 7 años de prisión y se impondrá de 4 
a 6 años de prisión cuando la víctima sea mayor de dieciséis y menor de dieciocho 
años de edad, así también se castigara a quien promueva, financie, material para 
fines de explotación sexual con pena de 5 a 7 años de prisión y de ciento 
cincuenta a quinientos días de multa. 
  
 
El Código Penal de Nicaragua estipula que el que cometiere el delito de promoción 
del turismo con fines de explotación sexual utilizando a personas menores de 
dieciocho años será penado con prisión de 5 a 7 años de prisión más días multas. 
Seguidamente sanciona el delito de proxenetismo con pena de 4 a 6 años de 
prisión más días multas y castigara como proxenetismo agravado con pena de 6 a 
8 años de presión más días multa cuando fuere cometido con personas menor de 
dieciocho años o discapacitada y haya ánimo de lucro.  
 
El delito de rufianería es castigado por el Código Penal de Nicaragua con pena de 
prisión de 3 a 5 años más días multas y si la víctima fuere menor de dieciocho 
años o con discapacidad la sanción será de 5 a 7 años de prisión. 
 
Posteriormente el Código Penal de Nicaragua sanciona con pena de 7 a10 años 
de prisión al que cometa el delito de Trata de personas con fines de esclavitud, 
explotación sexual o adopción si la víctima es una persona menor de dieciocho 
años, o persona con discapacidad la pena será de 10 a12 años de prisión y por 
ultimo a la persona que venda, ofrezca, trasfiera o acepte a una niña, niño, o 
adolescente medie o no, pago o recompensa para fines de explotación sexual será 
sancionado con pena de 8 a 12 años de prisión.  
 
Para finalizar el Código Penal de Nicaragua sanciona como delito en el artículo 
155 la violencia doméstica o intrafamiliar y como consecuencia de esta le ocasione 
lesiones leves se le impondrá pena de 1 a 2 años de prisión y si le ocasiona 
lesiones graves se le castigara con pena de 3 a 7 años y si le ocasiona lesiones 
gravísimas se le sancionara con pena de 5 a12 años de prisión. 
 
Al finalizar esta breve comparación de los delitos que violan los derechos de las 
mujeres, niñas, niños y adolescentes del Código Penal de El Salvador como del 
Código Penal de Nicaragua llegamos a la conclusión que en realidad se castigan 
los mismos delitos exceptuando algunos que se castigan en el Código Penal de 
  
Nicaragua como lo son los delitos de proxenetismo, rufianería y el incesto delitos 
que en el Código Penal de El Salvador no se sancionan como delito. 
 
 La diferencia de estos dos Códigos Penales es la aplicación de la pena ya que 
son muy distintas porque el Código de Nicaragua castiga más fuerte los delitos, 
como ejemplo tenemos el delito de violación en el Código Penal Salvadoreño se 
castiga con pena de 6 a 10 años de prisión y en el Código Penal de Nicaragua se 
castiga con prisión de 8 a 12 años.  
 
En esta comparación también se puede observar la diferencia en la aplicación de 
la pena en lo que es el delito de violencia Intrafamiliar ya que el Código penal 
Salvadoreño lo tipifica como violencia intrafamiliar y lo castiga con pena de 1 a 3 
años de prisión mientras que el Código Penal de Nicaragua lo tipifica como delito 
de violencia doméstica o intrafamiliar y lo castiga por el tipo de lesiones que 
resultan de este delito ya sean lesiones leves, graves o gravísimas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
CAPITULO IV. ANÁLISIS DEL DICTAMEN DE LA LEY INTEGRAL CONTRA LA 
VIOLENCIA HACIA LA MUJER 
 
En Nicaragua la violencia contra la mujer es un problema social cuyas secuelas 
afectan la salud, integridad física y psicológica, así como la seguridad y libertad de 
muchas mujeres, en la última década se ha abordado el problema de la violencia 
hacia la mujer desde un ámbito penal aun contra las obligaciones adquiridas por el 
Estado de Nicaragua para ratificar el Convenio de Belém Do Para, creando así 
diversos mecanismos para detectar, atender y prevenir la violencia como la 
creación de Fiscalías Especializadas, Instituto Nicaragüense de la Mujer, 
Ministerio de Familia y Ministerio de la Salud que brindan servicios legales, 
médicos, psicológicos y como última instancia albergues de las víctimas de 
violencias. 
 
Una limitante que es importante destacar que las leyes existentes en Nicaragua 
sancionan la modalidad de violencia que ocurren dentro del seno doméstico o 
familiar donde tiene como visión que el objeto protegido es la familia y no la mujer 
en sí, el Código Penal Nicaragüense del 2008 tipifica la violencia doméstica o 
intrafamiliar como un tipo penal a partir de los resultados causados por una lesión 
no estableciendo así una penalización de las diversas manifestaciones de 
violencia contra la mujer que ha ocurrido dentro del ámbito privado y público. 
 
1. Objeto del Dictamen de la Ley Integral Contra la Violencia Hacia la Mujer 
 
El objeto del presente dictamen de la Ley integral contra la violencia hacia la mujer 
es actuar contra la violencia que se ejerce hacia las mujeres, con el único 
propósito de garantizar su acceso a una vida libre de violencia, que favorezca su 
desarrollo y bienestar conforme a los principios de igualdad y no discriminación; 
así mismo establece varias medidas de protección integral para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia hacia la mujer, a la vez prestando asistencia a 
las víctimas de violencia, impulsando cambios en los patrones socioculturales y 
  
patriarcales que sostienen la discriminación y la desigualdad de género, con la 
finalidad de proteger los derechos humanos de las mujeres. 
Es importante destacar que el objeto del dictamen de la Ley Integral contra la 
violencia hacia la mujer consta con principios rectores como la no discriminación 
donde se asegura el respeto a los derechos humanos, la no violencia donde 
realizar un acto de violencia contra la mujer constituye una violación de las 
libertades fundamentales para el ejercicio de los derechos humanos, el acceso 
rápido a la justicia eliminando todo tipo de obstáculos de cualquier índoles, la 
debida diligencia por parte del Estado para prevenir, investigar, sancionar y 
erradicar la violencia contra las mujeres para garantizar la vida, seguridad y 
protección a la víctima, la celeridad donde determina que el proceso debe ser 
expedito sin ninguna dilatación hasta llegar obtener una resolución del proceso. 
 
El resarcimiento donde la administración de justicia garantiza los mecanismo 
necesarios para que la víctima tenga acceso al resarcimiento de los daños 
ocasionados, y por ultimo destacar el principio de no victimización secundaria 
donde el Estado debe garantizar que las autoridades que integran el sistema de 
justicia deben prevenir, investigar y sancionar la violencia empleando medidas 
especiales para prevenir molestias a la víctima. 
 
También encontramos el principio de protección a la víctima de los hechos 
punibles donde se les otorga el derecho para acceder a los órganos de justicia de 
forma gratuita y atendidas de forma expedita, así como otro principio como el de 
concentración que determina que una vez iniciada la audiencia se debe presentar 
todas las pruebas aportadas complementándose en el artículo 288 y 289 del 
Código Procesal Penal Nicaragüense, pero el principio fundamental dentro de este 
objeto de ley es la protección de las mujeres víctimas de violencia física, 
psicológica, sexual teniendo acceso gratuito a la atención que el caso requiera 
como médica, jurídica, psicológica y social y para la complementación con el 
principio anterior se encuentra el principio de coordinación institucional con todos 
  
los prestadores de servicios para la protección de las personas afectadas por 
violencia. 
 
2. Las Medidas de Emergencia, Cautelares y de atención  
 
Las medidas de Emergencia son de naturaleza preventiva para proteger a la 
víctima mujer, niña, niño y adolescentes agredidos en su integridad física, 
psicológica, sexual y patrimonial, así como de toda acción que viole o amenace los 
derechos establecidos dentro de la ley y nuestra Carta Magna. 
 
2.1 Medidas de Emergencias 
 
Las medidas de emergencias están contemplados en el Código Procesal Penal 
Nicaragüense en el artículo 246 que determina la autorización judicial para 
efectuar los actos de investigación y donde exista urgencia puede realizarse sin 
previa autorización, así como dentro del dictamen de Ley Integral contra la 
violencia hacia la mujer determina en su artículo 10 el abandono inmediato del 
agresor independientemente de la titularidad autorizando así solo poder sacar sus 
bienes personales y herramientas de trabajo, restringiendo su presencia en el 
domicilio de la víctima dentro de un radio de doscientos metros, así como 
ordenando el reintegro de la mujer a su domicilio o donde esta haya sido 
expulsada con violencia, intimidación o cualquier medio de coacción garantizando 
así la atención a la víctima de ayuda médica, psicológica y psiquiátrica, ordenando 
los exámenes psicológicos, médico y social donde se le prohíbe al agresor realizar 
actos de intimidación, persecución, acoso o perturbación, secuestro y retención de 
armas de fuego, corto punzantes y contundentes dentro del hogar, dentro de estas 
medidas existe el levantamiento del inventario de los bienes patrimoniales que 
pasaran a uso de la víctima e hijos, así como la retención migratoria del agresor. 
 
 
 
  
2.2  Medidas Cautelares 
 
Las medidas cautelares pueden ser ordenadas por el Juez o Tribunal 
correspondiente en este caso la Sala Penal la cual establece ordenar al agresor 
someterse a tratamientos psicológicos o psiquiátrico presentando las garantías 
necesarias para la compensación de los daños ocasionados a la víctima, obligar al 
agresor el sustento de la víctima e hijos, suspendiendo así la visita a sus hijos e 
interferir en el ejercicio de su tutela, impidiendo al agresor la celebración de algún 
tipo de contrato de compra o venta de bienes muebles e inmuebles, impidiendo a 
su vez el acercamiento del agresor a la víctima a su casa de habitación, trabajo u 
otro lugar que concurra la víctima. Siendo las medidas cautelares las siguientes 
 
2.3 Medidas de Atención 
  
La prestación de servicios de asesoría jurídica y tratamiento psicológico, así como 
reintegración de las persona que agrede para erradicar sus conductas violentas, 
donde se evitara que la misma persona brinde el apoyo psicológico al agresor y 
víctima en el mismo lugar, la separación del agresor de la víctima, así como la 
habilitación de la víctima e hijos a refugios para el apoyo moral, psicológico y 
jurídico. 
 
Las medidas de atención y prevención son un conjunto de medidas donde la 
principal visión es la protección de la víctima, donde el Estado tiene la obligación 
de garantizar la seguridad y la protección de las mujeres.  
 
Las medidas de atención a la víctima están determinadas de la siguiente manera 
la prestación de servicios públicos y privados que brinden atención integral a las 
mujeres víctimas, brindando un ambiente de confianza así como la prestación de 
servicios integrales a las mujeres más en el enfoque de violencia de género, 
brindando un informe de los avances físicos y psicológicos ocasionados a las 
  
mujeres dentro del núcleo de violencia intrafamiliar, como brindar el 
acompañamiento a las victimas dentro del proceso judicial. 
 
2.4 Medidas de protección y sanción 
 
En el cumplimiento de la obligación de mantener informada a la víctima de todo los 
acontecimientos que ocurran dentro la interposición de la denuncia, tomando en 
cuenta que la persona que recibe la denuncia debe aplicar las medidas 
preventivas y la solicitud de la medidas de protección en el menor tiempo posible, 
asegurando la aplicación de las medidas emergentes y cautelares dictadas por el 
judicial, garantizando así un sistema nacional forense que cumpla con los 
estándares fortaleciendo un programa de sensibilización y capacitación dirigida al 
género. 
 
Según el artículo 16 del dictamen de la Ley Integral contra la violencia hacia la 
mujer determina la duración de las medidas de emergencias y cautelares 
determinando que pueden ser solicitadas por la parte afectada con una duración 
que no exceda los veinte días, si llega a ocurrir esto puede ser solicitada la 
prorroga según el artículo 225 del Código Procesal Penal el cual establece que 
cuando el Ministerio Público no ha interpuesto la formal acusación de la víctima 
puede acudir ante el Ministerio Público o la Policía Nacional a solicitar resultados 
sobre la investigación realizada a su caso, donde el Fiscal puede solicitar a la 
Policía Nacional un plazo de cinco días para que rindan su informe acompañado 
de sus diligencias cuando este a su vez sea entregado al Fiscal podrá solicitar 
cinco días más para resolver de forma motivada el ejercicio de la acción, en caso 
que la resolución dictada por el Fiscal contenga desestimación o falta de mérito 
del ejercicio de la acción la victima puede impugnarlo ante su Superior Jerárquico, 
las medidas deben dictarse de forma motivada. 
 
Las personas que están autorizadas para la interposición de estas medidas son la 
Comisaria de la Mujer y la Niñez, Auxilio Judicial, Ministerio Público, la victima 
  
agredida, Instituciones Estatales o Sociedades Civiles que tengan conocimiento de 
actos de violencia, Ministerio de la Familia, promotores jurídico de Organizaciones 
acreditadas en las comunidades rurales. 
 
Dentro de este entorno jurídico encontramos la Autoridad Competente para 
decretar medidas de emergencias y cautelares las cuales son dictadas por un 
Juez Penal Especializado en violencia hacia la mujer en esta parte hay que 
destacar que se requiere la creación de un Juzgado especial ya que en la 
actualidad en dichos Juzgado solamente podemos encontrar Juzgado Local Penal 
y Juzgado de Distrito Penal, pero una importante resaltacion dentro de estas 
autoridades que el Juez Local de lo Penal o Únicos de los Municipios pueden 
dictar esta medidas, es decir una contradicción con la Creación de un Juzgado 
Especial en la materia de violencia si esta le está otorgando competencia a los 
Juzgados que no están especializados en la materia, también encontramos al 
Ministerio Público, la Comisaria de la Mujer y la Niñez o Delegaciones Municipales 
o Departamentales donde no se cuenta con una Comisaria, pero una vez iniciado 
el Proceso Judicial la única autoridad competente para dictar estas medidas es la 
autoridad judicial en materia penal o de familia, en esta última parte está 
otorgando competencia a la autoridad judicial de familia entonces viene en 
contradicción con el comienzo del artículo 18 del dictamen de Ley integral contra 
la violencia hacia la mujer donde primeramente destaca un órgano especializado 
en materia de violencia y después otorga competencia a los Juzgados Locales 
Penales y ahora a los Juzgados de Familia. 
 
Dentro de la aplicación de estas medidas podemos encontrar que la Autoridad 
competente puede hacer uso de otras medidas para la protección integral de la 
víctima de violencia física, psicológica, sexual y patrimonial, en el caso de la 
ejecución de las medidas de emergencia y cautelares estás deben ser ejecutadas 
en el término de veinticuatro horas de notificadas dichas medidas y que no existe 
recurso contra ello, la notificación de lo dictado por la Autoridad Judicial será 
debidamente notificada y cumpliendo los requisitos del artículo 144 del Código 
  
Procesal Penal Nicaragüense, obligándose así la autoridad que determino la 
aplicación de dichas medidas deberá continuar con la vigilancia del cumplimiento 
de las medidas impuestas al agresor auxiliado por la Comisaria de la Mujer y la 
Niñez así como de Auxilio Judicial de la Policía Nacional. 
 
3. Delitos y Penas establecidas en el dictamen de Ley Integral contra la violencia 
hacia la mujer 
 
En el dictamen de la Ley Integral Contra la Violencia Hacia la Mujer el primer delito 
que se castiga en perjuicio de la mujer es el Femicidio el cual está estipulado en el 
artículo 30 de ese dictamen de Ley en el que se referirá a que todo hombre que 
diere muerte a una mujer como resultado extremo de la violencia contra la mujer, 
que ocurra en el ámbito privado o público, será delito de Femicidio cuando la 
muerte de las mujeres sea a manos de persona a quien se halle o hubiere estado 
ligado por relación de consanguinidad; afinidad, sujetos a tutela, cónyuges, ex-
cónyuges, convivientes en unión de hecho estable, ex convivientes en unión de 
hecho estable, novios, ex novios, relación de afectividad, desconocidos, así como 
cualquier otra relación interpersonal que pueda generar este tipo de violencia: en 
relación con la pena esta será,  
a) Cuando el hecho se diera en el ámbito privado o público la pena será de 
prisión de 20 a 25 años;    
b) Si el delito de Femicidio ocurriera en circunstancias de alevosía, 
ensañamiento, precio, recompensa o promesa remuneratoria, la pena será 
de 20 a 30 años de prisión; 
c) Si concurriera alguna dos o más de las circunstancias mencionadas del 
inciso anterior se aplicara la pena máxima. 
 
Los procesados no pueden gozar de ninguna medida sustitutiva alterna cuando 
concurra cualquiera de las circunstancias de calificación contempladas en el 
artículo 140 del Código Penal. 
 
  
Este delito de Femicidio en lo concerniente a la pena de 20 a 25 años de prisión 
del inciso a es más alta que la pena impuesta a todos aquellos que cometen el 
delito de parricidio del Código Penal Nicaragüense que se les impone pena de 15 
a 20 años de prisión y si ocurrieran alguna de las circunstancias del asesinato, la 
pena será de veinte a veinticinco años de prisión en el delito de parricidio. 
 
 En cuanto al inciso b se impondrá la pena de 20 a 30 años de prisión cuando 
exista alevosía, precio o recompensa esta pena es más alta que la sanción 
impuesta al delito de asesinato que es de 15 a 20 años de prisión según el artículo 
140 del Código Penal de Nicaragua. 
 
Por su parte e inciso c de este delito castiga con la pena máxima de 30 años 
cuando el delito de Femicidio se cometa con alevosía, ensañamiento, precio o 
recompensa remuneratoria, esta sanción es directa con lo referido a la pena 
máxima cuando ocurran dos o más de las circunstancias señaladas anteriormente, 
mientras que en el delito de asesinato establecido en el artículo 140 del Código 
Penal de Nicaragua impone la pena de 20 a 30 años de prisión cuando concurran 
dos o más de las circunstancias como alevosía, ensañamiento, precio o 
recompensa remuneratoria. 
 
La Violencia Física será sancionada en el artículo 31 del dictamen de Ley Integral 
contra la violencia hacia la mujer, en la que se castigará a todos aquellos que 
mediante acción u omisión cause lesiones, daños o sufrimiento físico a una mujer 
que se halle o hubiere estado ligado por relación de consanguinidad, afinidad, 
sujetos a tutela, cónyuges, ex-cónyuges, convivientes en unión de hecho estable, 
ex convivientes en unión de hecho estable, novios, ex novios, relación de 
afectividad. Los que cometieren este delito serán sancionados de la siguiente 
manera: 
 
Si la lesión sufrida  por la mujer no requiere tratamiento médico, el causante de la 
lesión será castigado con la pena de tres meses a un año de prisión; si esta lesión 
  
requiere además de la primera asistencia facultativa, un tratamiento médico, la 
pena aumentara de uno a dos años de prisión; en caso que la lesión produjera un 
deterioro persistente o secuelas de la salud integral física o psicológica de un 
órgano, miembro o función, y hubiere puesto en peligro la vida o dejara una 
cicatriz visible en el rostro. El victimario será sancionado con prisión de tres a siete 
años de prisión, en caso que la lesión produjera pérdida o inutilidad de un órgano, 
miembro principal o de un sentido, la impotencia, la esterilidad, contagio 
provocado, una grave deformidad o alteración orgánica y/o funcional, daño a la 
integridad física, se impondrá pena de cinco a doce años de prisión. 
 
Para efectos de este artículo se entenderá por lesiones las heridas, contusiones, 
excoriaciones, fracturas, dislocaciones, quemaduras y toda alteración en la salud y 
daño a la integridad física siempre que sean producidos por una causa externa.  
 
Comete también este delito quien realice las conductas anteriores en perjuicio de 
niños, niñas, adolescentes, personas adultas mayores y con discapacidad con las 
que se encuentre ligado como ascendiente, descendiente, parientes colaterales 
por consanguinidad, afinidad, adopción, sujetos a tutela. En el caso de los niños, 
niñas y adolescentes, no se podrá alegar el derecho de corrección disciplinaria. 
 
Además de las penas de prisión anteriormente señaladas, a los responsables de 
este delito se les impondrá la inhabilitación especial por el mismo período de los 
derechos derivados de la relación madre, padre e hijos o tutela.  
 
En el dictamen de la Ley integral contra la violencia hacia la mujer se sancionará 
el delito de Violencia Psicológica en el artículo 32 al sujeto que mediante acción u 
omisión con el propósito de denigrar, controlar las acciones, comportamientos y 
creencias de la mujer que haya sido o sea su cónyuge, ex cónyuge, conviviente en 
unión de hecho estable, ex conviviente en unión de hecho estable, novio, ex novio, 
ascendiente, descendiente, pariente colaterales por consanguinidad, afinidad y 
cualquier otra relación interpersonal; ejerza amenaza directa o indirecta, 
  
intimidación, manipulación, humillación, aislamiento, ofensas, vigilancia, 
comparaciones destructivas, chantaje, acoso, hostigamiento y cualquier otra 
circunstancia análoga que tenga como resultado un perjuicio en la salud 
psicológica, por la devaluación de su autoestima o el desarrollo personal, será 
sancionado de la siguiente manera: 
 
a) Si a la víctima se le provoca daño en su integridad psíquica que requiera, 
tratamiento psicoterapéutico, será castigado con pena de uno a dos años de 
prisión; 
  
b) Si se causara disfunción en cualquiera de las áreas de funcionamiento 
personal, laboral, escolar, familiar o social que requiera un tratamiento 
especializado en salud mental, será castigado con pena de tres a siete años de 
prisión. 
 
c) Si se causara una enfermedad síquica que aún con la intervención 
especializada la persona no pueda recuperar su salud mental de manera 
permanente, será sancionado con prisión de cinco a doce años de prisión. 
 
Igualmente comete este delito los sujetos que realicen las conductas anteriores en 
perjuicio de niños, niñas, adolescentes, personas adultas mayores y personas con 
discapacidad con las que se encuentre ligado como ascendiente, descendiente, 
parientes colaterales por consanguinidad, afinidad, sujetos a tutela o guarda. En el 
caso de los niños, niñas y adolescentes, no se podrá alegar el derecho de 
corrección. 
 
Además de las penas de prisión anteriormente señaladas, a los responsables de 
este delito se les impondrá la inhabilitación especial por el mismo período de los 
derechos derivados de la relación madre, padre e hijos, tutela. 
 
  
En el dictamen de la Ley integral de violencia hacia la mujer la que por ahora 
solamente es un dictamen se pretende sancionar el delito de Sustracción 
Patrimonial en el artículo 33 que establecerá ese mismo cuerpo de Ley a todas 
aquellas persona que sustraiga algún bien o valor de la posesión o patrimonio de 
una mujer, que se halle o hubiere estado ligado por relación de consanguinidad, 
afinidad, sujetos a tutela; cónyuges, ex-cónyuges, convivientes en unión de hecho 
estable, ex convivientes en unión de hecho estable, novios, ex novios, relación de 
afectividad. Igualmente comete este delito el sujeto que sustraiga bienes de uso 
doméstico del entorno familiar, independientemente de su titularidad. El autor de 
este delito será sancionado con pena de 2 a 5 años de prisión. Todo ello siempre 
que el valor del bien sustraído sea mayor a la suma resultante de cuatro salarios 
mínimos mensuales del sector industrial.  
 
Posteriormente el mismo dictamen de Ley integral de violencia hacia la mujer 
pretende castigar el delito de Daño Patrimonial el cual sancionara en el artículo 34 
y con pena de prisión de 2 a 3 años a los que infrinjan en perjuicio de una mujer 
con la que se halle o hubiere estado ligado por relación de consanguinidad, 
afinidad, sujetos a tutela, cónyuges, ex-cónyuges, convivientes en unión de hecho 
estable, ex convivientes en unión de hecho estable, novios, ex novios, relación de 
afectividad; destruya, inutilice, haga desaparecer o deteriore en cualquier forma un 
bien de su propiedad, posesión o tenencia, cualquiera sea su valor. 
 
Continuando con los delitos que establecidos en el dictamen de Ley integral contra 
la violencia hacia la mujer encontramos que se sanciona como delito la Limitación 
al ejercicio del derecho de propiedad el que se regirá en el artículo 35 y se 
penalizará con pena de 8 meses a 3 años al hombre que impida, limite o prohíba 
el uso, el disfrute, la administración, la transformación, la enajenación o la 
disposición de uno o varios bienes que formen parte del patrimonio familiar o del 
patrimonio de la mujer, observando la Ley de la materia, con la que se halle o 
hubiere estado ligado por relación de consanguinidad, afinidad, sujetos a tutela, 
  
cónyuges, ex-cónyuges, convivientes en unión de hecho estable, ex convivientes 
en unión de hecho estable, novios, ex novios, relación de afectividad. 
 
Cometerá el delito de sustracción de las utilidades de las actividades económicas 
familiares según lo que se dispondrá en el artículo 36 del dictamen de Ley integral 
contra la violencia hacia la mujer, mismo que se sancionara con pena de prisión 
de 6 meses a 1 año a todo hombre que sustraiga las ganancias derivadas de una 
actividad económica familiar o disponga de ellas para su exclusivo beneficio 
personal y en perjuicio de los derechos de una mujer con la que se halle o hubiere 
estado ligado por relación de consanguinidad, afinidad, sujetos a tutela; cónyuges, 
ex-cónyuges, convivientes en unión de hecho estable, ex convivientes en unión de 
hecho estable, novios, ex novios; relación de afectividad. 
 
Seguidamente se castigara como delito la explotación económica de la mujer 
infracción que será sancionada en el artículo 37 con pena de 1 a 3 años de prisión 
según el dictamen de Ley integral contra la violencia hacia la mujer en la que 
castigara a todos aquellos hombres que mediante violencia, amenazas, 
intimidación o cualquier tipo de coacción, se haga mantener, total o parcialmente, 
por una mujer con la que se halle o hubiere estado ligado por relación de 
consanguinidad, afinidad, sujetos a tutela; cónyuges, ex-cónyuges, convivientes 
en unión de hecho estable, ex convivientes en unión de hecho estable, novios, ex 
novios, relación de afectividad.  
 
Consecutivamente en el dictamen de Ley integral contra la violencia hacia la mujer 
se castigara el delito de amenaza en el artículo 38 al hombre que mediante 
expresiones verbales, escritos o mensajes electrónicos amenace a una mujer con 
la que se halle o hubiere estado ligado por relación de consanguinidad, afinidad, 
sujetos a tutela, cónyuges, ex-cónyuges, convivientes en unión de hecho estable, 
ex convivientes en unión de hecho estable, novios, ex novios, relación de 
afectividad; con causarle un daño grave y probable de carácter físico, psicológico, 
sexual, laboral o patrimonial, será sancionado con prisión de 6 meses a 1 año.  
 
  
La pena será de 6 meses a 2 años de prisión cuando concurran las siguientes 
circunstancias: 
a. Si la amenaza o acto de violencia se realizare en el domicilio o vivienda de 
la mujer víctima de violencia, en el domicilio de familiares, amistades o 
cualquier lugar donde se haya refugiado; 
b. Si el autor del delito se valiere del cargo como funcionario público o de su 
pertenencia a algún cuerpo policial o militar; 
Si el hecho se cometiere con armas corto punzantes, contundente, de fuego u 
objeto capaz de causar daño a la integridad física o a la salud.  
 
Cometerá el delito de Restricción a la autodeterminación de conformidad a lo que 
se establecerá en el dictamen de Ley integral contra la violencia hacia la mujer en 
su artículo 39 y se sancionará con prisión de 2 a 4 años a los hombres que 
mediante el uso de amenazas, violencia, intimidación, persecución o acoso, 
obligue a una mujer con la que se halle o hubiere estado ligado por relación de 
consanguinidad, afinidad, sujetos a tutela, cónyuges, ex-cónyuges, convivientes 
en unión de hecho estable, ex convivientes en unión de hecho estable, novios, ex 
novios, relación de afectividad; a hacer, dejar de hacer o tolerar algo a lo que no 
está obligada.  
 
La misma pena se aplicará a quien obligue a una mujer a cambiar su domicilio o 
residencia, abandonar su vivienda de un modo permanente o transitorio o a quien 
le impidiere el ejercicio de un derecho individual consagrado en la Constitución 
Política de la República de Nicaragua.  
 
Cuando el padre u otro familiar  ejerza o haya ejercido violencia contra la mujer y 
como un medio de continuar ejerciendo violencia hacia esta, sustraiga a su hijo o 
hija del poder de su madre que legítimamente esté encargada de la custodia, del 
tutor o persona encargada de su crianza y lo retenga sin su consentimiento, será 
penado con prisión de 2 a 4 años de conformidad a lo que se establecerá en el 
dictamen de Ley integral contra la violencia hacia la mujer en su artículo 40.  
  
 
Para efectos de este delito se presume la falta de consentimiento cuando el hijo o 
hija sea menor de siete años.  
 
Posteriormente se tipifica el delito de Violencia laboral el que se estipulará en el 
artículo 41 del dictamen de Ley integral contra la violencia hacia la mujer y con 
sanción de cien a trescientos días multa a quien impida o limite el ejercicio de un 
derecho o una facultad prevista en la Constitución Política de la República de 
Nicaragua, leyes, reglamentos y demás disposiciones, a través del establecimiento 
de requisitos referidos a sexo, edad, apariencia física, estado civil, condición de 
madre o no, sometimiento a exámenes de laboratorio, prueba del Virus de 
Inmunodeficiencia Humana (VIH/sida) o de otra índole para descartar estado de 
embarazo, obstaculice o condicione el acceso, salario, ascenso o la estabilidad en 
el empleo de las mujeres, 
 
 Si se tratara de una política de empleo de una institución pública o privada, la 
sanción se impondrá a la máxima autoridad de la misma o a quien ejerza la 
máxima representación en el país. 
 
Curiosamente para nosotros este delito es sancionado con días multa para la 
persona que impida o limite el ejercicio de un derecho o una facultad prevista en la 
Constitución Política de la República de Nicaragua, leyes, reglamentos, así mismo 
le impondrán esta misma sanción a la máxima autoridad cuando se de esta 
situación en las instituciones públicas o privadas siempre y cuando se trate de una 
política de empleo. En este delito hubiera sido importante castigar con prisión de 3 
a 6 meses más la inhabilitación especial del cargo por el mismo periodo una vez 
cumplida la sanción de 3 a 6 meses de prisión a todas aquellas personas que 
impidan o limiten el ejercicio de un derecho o una facultad prevista en la 
Constitución Política de la República de Nicaragua, leyes, reglamentos a una 
mujer. 
 
  
La violencia institucional será estipulada en el artículo 42 del dictamen de Ley 
integral contra la violencia hacia la mujer con la que se pretende imponer sanción 
a las personas que en el ejercicio de la función pública, independientemente de su 
cargo, retarde, obstaculice, deniegue la debida atención o impida que la mujer 
acceda al derecho a la oportuna respuesta en la institución a la cual ésta acude, a 
los fines de gestionar algún trámite relacionado con los derechos de la mujer que 
garantiza el presente dictamen de Ley, en el cual será sancionado con pena de 
doscientos a quinientos días multa e inhabilitación especial en el ejercicio del 
cargo por un plazo que no excederá de tres meses. Sin perjuicio de las 
responsabilidades administrativas que correspondan.  
 
En el dictamen de Ley integral contra la violencia hacia la mujer se sancionará 
como delito las Obligaciones de dar aviso, delito que será estipulado en el artículo 
43 el cual se castigara con pena de doscientos a quinientos días multa a todas 
aquellas personas que de acuerdo a la legislación procesal penal tengan 
obligación de denunciar los delitos de acción pública, una vez que tengan 
conocimiento que una mujer, niño, niña o adolescente ha sido víctima de violencia 
deberán dar aviso a la Comisaría de la Mujer y la Niñez, Policía Nacional y al 
Ministerio Público a más tardar en el término de cuarenta y ocho horas. 
 
De conformidad a lo que se estipulará en el dictamen de Ley integral contra la 
violencia hacia la mujer en el artículo 44 se sancionará el delito de Obligación de 
implementar medidas disciplinarias con pena de cincuenta a cien días multa a toda 
autoridad jerárquica en centros de empleo, de educación o de cualquier otra 
índole, que en conocimiento de hechos de acoso sexual por parte de las personas 
que estén bajo su responsabilidad, no aplique medidas disciplinarias adecuadas 
para corregir la situación y prevenir su repetición. 
 
En esta ocasión lo que se pretende es tratar de prevenir el acoso sexual una 
segunda ves después que la autoridad jerárquica tenga conocimiento del mismo, 
en conclusión llegamos al acuerdo que sería mejor aumentar la pena para la 
  
autoridad que no implique medidas disciplinarias, lo obvio sería que se le aplicara 
una pena de doscientos a quinientos días multa más la inhabilitación del cargo por 
el mismo periodo, esto debido a que es obligación y su responsabilidad prevenir 
actos de acoso sexual una vez conocidos los hecho que ocurren en su centro de 
empleo, de educación o de cualquier otra índole. 
 
El dictamen de ley Integral contra la violencia hacia la mujer en su artículo 45 que 
trata de la violación agravada adiciona al artículo 169 del Código Penal de 
Nicaragua la siguiente circunstancia agravante: 
a) Que la víctima resulte embarazada a consecuencia de la violación. 
Esta será una circunstancia más para que la violación se considere agravada  
 
Con pena de 3 a 6 años de prisión determinado en el dictamen de Ley integral 
contra la violencia hacia la mujer sancionará el delito de Conductas abusivas en el 
artículo 46 a todo hombre que sin consentimiento de la mujer la obligue a ver o 
hacer actos de exhibicionismo, a ver o escuchar material pornográfico, a ver o 
escuchar actos con contenido sexual o a soportar en la relación sexual actos que 
le causen dolor o humillación. 
  
Así mismo en el artículo 47 del dictamen de Ley integral contra la violencia hacia 
la mujer será castigado el delito de Pornografía con pena de prisión de 5 a 7 años 
y de 150 a 500 días multa a todo aquel que fabrique, elabore o produzca material 
pornográfico o lo ofrezca, comercialice, exhiba, publique, difunda, importe, exporte 
a través de internet o cualquier medio de comunicación o información, nacional o 
internacional, presentando o representando virtualmente a una persona menor de 
dieciocho años en actividades de carácter sexual o erótica, sean reales o 
simuladas, explícitas o implícitas o la representación de sus genitales, con la 
misma pena se sancionará a quien transporte o ingrese al país material 
pornográfico.  
 
  
En lo referido a la Posesión de material pornográfico se sancionara en el artículo 
48 del dictamen de Ley integral contra la violencia hacia la mujer con pena de 1 a 
2 años de prisión a todo aquel que posea material pornográfico o erótico en los 
términos expresado del artículo 47 del dictamen de Ley integral contra la violencia 
hacia la mujer. 
  
Se sancionará el delito de trata de personas en el artículo 49 del dictamen de Ley 
integral contra la violencia hacia la mujer con pena de siete a diez años de prisión 
a quien financie, dirija, organice, promueva, facilite, induzca o por cualquier medio 
ejecute la proposición, captación, reclutamiento, contratación, transporte, traslado, 
retención, acogida o recepción de mujeres, con fines de Explotación Sexual, 
Matrimonio Servil, forzado o Matrimonio Simulado, Prostitución, Explotación 
Laboral, Trabajo Forzado, Esclavitud o prácticas análogas a la esclavitud, 
servidumbre, tráfico o extracción de Órganos, o adopción ilegitima, para que la 
misma sea ejercida dentro o fuera del territorio nacional, aun con el 
consentimiento de la víctima.  
 
Así mismo se impondrá la pena de diez a doce años de prisión cuando: 
 
1. El autor cometa el delito en ejercicio de poder o valiéndose de una situación 
de vulnerabilidad de la víctima, de amenazas, intimidación, uso de la fuerza 
u otras formas de coacción; 
2. El autor recurra al secuestro, al fraude, al engaño, al chantaje, a la 
concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el 
consentimiento de una persona, que tenga autoridad sobre otra; 
3. Cuando el autor del delito sea funcionario o empleado público.  
 
Se impondrá la pena de doce a catorce años de prisión cuando: 
 
1. La víctima sea una persona menor de dieciocho años, o persona con 
discapacidad o el hecho fuere cometido por los familiares, tutor o 
  
encargado de la educación, tutela o custodia, guía espiritual o comparta 
permanentemente en el hogar de la víctima, o medie una relación de 
confianza. 
  
Quien adquiera, posea, ofrezca, venda, entregue, trasfiera o acepte a una niña, 
niño, o adolescente en la que medie o no, pago o recompensa con fines de 
explotación previsto en el presente artículo.  
 
La explotación sexual como delito será sancionado en el artículo 50 del dictamen 
de Ley integral contra la violencia hacia  la mujer con pena de 4 a 6 años de 
prisión a quien induzca, facilite, promueva o utilice con fines sexuales o eróticos a 
personas menores de dieciocho años o discapacitada, haciéndola presenciar o 
participar en un comportamiento o espectáculo público o privado, aunque la 
víctima consienta en presenciar ese comportamiento o participar en él. 
 
Estos son los delitos que se establecerán en lo que será la Ley integral contra la 
violencia hacia la mujer, a pesar de ser una ley protectora de la violencia en contra 
de las mujeres también es una ley muy castigadora para todos aquellos violadores 
de los derechos de las mujeres, ya que en lo que se refiere a la pena de todos 
estos delitos llegamos a la conclusión de que son muy fuertes, es decir, que el 
delito mismo no amerita penas de prisión tan fuertes como la establecida en este 
dictamen.  
 
Como ejemplo presentamos el delito de violencia física el que se castiga con pena 
correspondiente al tipo de lesión pero si por la lesión se produjera un deterioro 
persistente o secuelas de la salud integral física o psicológica, de un sentido, 
órgano, miembro o función, hubiera puesto en peligro la vida la pena será de 3 a 7 
años, lo mismo ocurre con el delito de violencia psicológica donde la pena también 
se impone conforme al tipo de lesión pero si la lesión causara una enfermedad 
síquica que aún con la intervención especializada la persona no pueda recuperar 
su salud mental de manera permanente la pena será de 5 a 12 años de prisión. 
  
 
En lo referido al delito de sustracción patrimonial se castigara con pena de 2 a 5 
años de prisión en cambio el delito de Sustracción de las utilidades de las 
actividades económicas familiares la pena será de 6 meses a 1 año, casi se trata 
del mismo delito pero con pena meramente distintas. Seguidamente castigaran el 
delito de Daño patrimonial con una sanción de 2 a 3 años de prisión.  
 
Realmente no llegamos a entender porque los delitos de violencia laboral y 
violencia institucional son castigados nada más que con días multas, si 
observamos lo establecido en el delito de violencia física se castiga con pena de 3 
meses a 1 año cuando la lesión no requiera de tratamiento médico y llegamos a la 
conclusión que el delito violencia laboral y el delito de violencia institucional no 
requieren de tratamiento médico y son castigados con días multas y en el delito de 
violencia física cuando la lesión no requiera tratamiento médico se castiga con 
pena de 6 meses a 1 año.(porque). 
  
Por lo tanto en el delito de conductas sexuales abusivas se sancionara con pena 
de tres a seis años de prisión y el delito de explotación sexual se castigara con 
prisión de 4 a 6 años, dando como resultado una pena equivalente con tipo de 
delito realizado y para finalizar el delito pornografía se sanciona con pena de 5 a 7 
años de prisión más días multas.  
 
Realmente observamos una serie de incongruencias en la tipificación de penas de 
los correspondientes delitos consagrados en el dictamen de la Ley Integral contra 
la Violencia hacia la mujer. 
 
 
 
 
 
 
  
 
CONCLUSIONES 
 
La violencia hacia la mujer ha incrementado a raíz de la nueva definición social de 
Violencia Intrafamiliar como sustracción legal, mediática y política, produciendo un 
efecto más visible en el aumento de violencia, convirtiéndose como principal 
escenario donde se desarrolla este delito es en el hogar implementándose como 
medida de control de disciplina y de educación, haciendo que la víctima no perciba 
este maltrato como violencia sino como corrección. 
 
A nuestro juicio la implementa ion del dictamen de Ley integral contra la violencia 
hacia la mujer es un método para prevenir, sancionar y erradicar los tipos de 
violencia que la mujer sufre y no solo basándose en la violencia intrafamiliar, sino 
facilitando a la victima el acceso rápido a un sistema legal capaz de entender 
plenamente y justamente las violaciones a los derechos humanos de una manera 
discriminatoria. 
 
La violencia contra las mujeres se origina por la falta de consideración hacia la 
sociedad en que vivimos, si creamos mayor conciencia en nosotros mismos, si 
analizamos que la violencia no es la mejor forma de alcanzar las metas, de seguro 
nuestra sociedad crecerá y se desarrollaría mejor. 
 
A fin de abordar y prevenir la violencia ejercida contra las mujeres, es necesario 
que muchas instancias y sectores tomen medidas en numerosos ámbitos. Sin 
embargo, es importante que los gobiernos asuman la responsabilidad de la 
seguridad y el bienestar de las mujeres, niñas, niños y adolescentes. Mejorando 
así el acceso a la justicia para beneficio de las víctimas de violencia. 
 
Que exista una aplicación de todos los instrumentos de Derechos Humanos en las 
acciones públicas y políticas y que se cumpla de manera rápida la implementación 
de las medidas de emergencias, cautelares y de atención a la víctima para evitarle 
más violencia. 
  
 
Finalmente, reconocer que de alguna u otra manera se ha tratado de controlar el 
problema de la Violencia contra la mujer en Nicaragua, con la elaboración del 
dictamen de Ley integral contra la violencia hacia la mujer. Pero para tratar de 
erradicar la violencia hacia la mujer es necesario que este dictamen de Ley sea 
aprobado de una vez en la Asamblea Nacional. 
 
El fin de cada una de las medidas ya sean de emergencia, cautelares, atención y 
de protección y de sanción están determinados con el único fin jurídico de proteger 
la vida de las mujeres y todos aquellos que se encuentran dentro del seno familiar, 
es decir previniendo que sean agredidas ,con la diferencia que las medidas de 
atención hace al agresor someterse a un conjunto de exámenes físico y 
psicológicos como parte de un proceso establecido dentro del dictamen de ley 
integral contra la violencia hacia la mujer, también dentro de este dictamen 
podemos determinar la creación única de un juzgado especial para la aplicación 
de las penas a los distintos delitos cometidos por el agresor en contra de la víctima 
en este caso la mujer . 
 
En este trabajo se expone como un dictamen de Ley exponiendo las situaciones 
que existen en cada uno de los hogares nicaragüense que una vez que sea 
aprobado tendrá un gran impacto dentro de nuestro ordenamiento jurídico ya que 
no será necesario la implementación del Código Penal el cual solo puede 
determinar la violencia a través del grado de las lesiones que la victima tenga y no 
desde la intención y la afectación que esta tiene en la vida de la víctima y su 
entorno familiar 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
RECOMENDACIONES 
1) La creciente igualdad en los derechos y oportunidades de ambos sexos de 
exacerbación de situaciones de violencia ocultas a través del sometimiento 
de las mujeres, teniendo como principal factor para la erradicación de esta 
violencia la educación en igualdad, la participación de la familia, la escuela y 
los medios de comunicación, informando sobre la situación de violencia y 
valorando la actuación judicial. 
 
2) La aprobación del dictamen de Ley Integral contra la Violencia hacia la mujer, 
para la erradicación de casos de violencia. 
 
3) Fomentar programas dirigidos a la población para impulsar los derechos de 
las mujeres y la niñez en la familia, escuela y la comunidad. 
 
4) Mayor protección en los procedimientos de medidas de atención en el 
transcurso de días hábiles, feriados y horarios nocturnos para la prestación 
de atención de justicia por parte de la Policía Nacional y Comisaria de la 
Mujer y la Niñez. 
 
5) Fortalecer la presencia del Ministerio Publico en los diferentes departamentos 
y municipios del país. 
 
6) Una atención expedita en los casos de violencia hacia la mujer y obtener una 
solución rápida. 
 
7) No exista mediación entre la victima de violencia y el agresor. 
 
8) Dar control y vigilancia a la aplicación de las medidas dictadas por el juez. 
 
 
  
9) El Estado debe no solo crear, sino garantizar y desarrollar instituciones 
jurídicas que permitan prevenir, sancionar y erradicar toda conducta de 
violencia. 
 
10) Incidir en las modificaciones de patrones culturales y sociales violentos. 
 
11) Crear programas de estudios sobre la violencia. 
 
12) La aplicación de cada una de las penas para los delitos establecidos en el 
dictamen de ley integral contra la violencia hacia la mujer. 
 
13) Solicitar a la Asamblea Nacional la aprobación del dictamen de la Ley integral 
contra la violencia hacia la mujer  para evitar más violencia en perjuicio de las 
mujeres.  
 
14) Se le recomienda a la Asamblea Nacional que imponga pena de prisión a los 
delitos de violencia laboral y violencia institucional consagrados en el 
dictamen de Ley integral contra la violencia hacia la mujer.  
 
15) Se recomienda al gobierno crear tribunales especiales en materia de 
violencia hacia las mujeres o intrafamiliar, que trate específicamente el 
problema de la violencia intrafamiliar, doméstica, laboral, física, sexual, 
institucional y todo que sea violencia contra la mujer. 
 
16) Se recomienda a las instituciones que velan por los intereses de la familia 
darle un mayor auge de publicidad del dictamen de Ley integral contra la 
Violencia hacia la mujer. 
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